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Señora 
MONICA CRISTINA SOTELO DUQUE 

JUEZ CIVIL DEL CIRCUITO DE FUNZA 
E. S. D. 

 
 

REFERENCIA: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA EN PROCESO DE 
RESTITUCIÓN DE BIEN INMUEBLE ARRENDADO (Acción 

del Arrendatario). 
 

PROCESO: 2020-00734 

 
DEMANDANTE:  ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. 

 
DEMANDADO:  ORLANDO CABEZA PEÑARANDA. 

 
 

CESAR AUGUSTO ALVARADO CORTES, mayor de edad, domiciliado en la 
ciudad de Bogotá e identificado con la C.C. No 79.448.744 de Bogotá, Abogado 

en ejercicio con T.P. No 136.373 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando 
en calidad de Apoderado del señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA, mayor 

de edad, domiciliado y residenciado en Bogotá D.C., e identificado con la C.C. 
No 79.268.988 expedida en Bogotá D.C., por medio del presente escrito 

procedo a contestar la demanda formulada ante usted bajo el radicado No. 
2020-00734, proceso de RESTITUCION DE BIEN INMUEBLE ARRENDADO 

(acción del arrendatario), de acuerdo a la copia de la demanda entregada 

mediante notificación del articulo 292 C.G.P. (aviso) de fecha cinco (5) de 
noviembre de dos mil veintiuno (2021) y con traslado a partir del ocho (8) de 

noviembre de dos mil veintiuno (2021); de la siguiente manera: 
 

 
I EN RELACION CON LOS HECHOS: 

 
 

1. Al PRIMER HECHO: Por contener varias situaciones planteadas en un 
mismo hecho, procedo a contestar de la siguiente manera: 

 
1.1. Es cierto que “El día 3 de octubre de 1995 se celebró contrato de 

arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 
compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN 

TERPEL S.A.)”. 

 
1.2. Es parcialmente cierto que mediante el mencionado contrato “se 

concedió a esta ultima el goce de un inmueble conformado por un 
lote en el cual se encontraba la Estación de Servicio “TERPEL EL 

MOLINO”, junto con una oficina que constaba de sala de juntas y 
sala de recepción totalmente equipada, así como un cuarto para 

montallantas, un apartamento con cocineta, baño, habitación y 
patio de ropas. Igualmente, hacia parte de ese contrato una 

concesión de helados San Jerónimo y un restaurante.”.  
 

Lo anterior, debido a que el demandante omitió transcribir de 
manera íntegra el articulado contractual. Me permito citarlo en 

debida forma: “por el cual se concedió a esta ultima el goce de un 



inmueble conformado por un lote en el cual se encontraba la 
Estación de Servicio “TERPEL EL MOLINO”, junto con una oficina 

que constaba de sala de juntas y sala de recepción totalmente 
equipada, tal como consta en el inventario adjunto, así como un 

cuarto para montallantas, un apartamento con cocineta, baño, 
habitación y patio de ropas. Igualmente, hacia parte de ese 

contrato una concesión de helados San Jerónimo y un restaurante.” 
Subrayado fuera de texto; Como se verá más adelante dicha 

omisión por parte del demandante induce a error al despacho, toda 
vez que cercena el hecho de que existe prueba sobre el estado en 

el que fue entregado el inmueble al arrendatario (inventario adjunto 

al contrato), estado que dista mucho de la forma como pretende 
hoy en día la demandante entregarlo. Que se pruebe. 

 
2. Al SEGUNDO HECHO: Es cierto que “El lote arrendado se encuentra 

ubicado en el cruce de Siberia Kilómetro 4 de la vía Cota departamento 
de Cundinamarca, cuenta con una extensión aproximada de 12.800 

metros cuadrados y que se encuentra identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria N°. 50N-2012-1902 y delimitado por los siguientes linderos: 

 
“Lote de terreno que se segrega del de mayor extensión denominado 

“EL PORVENIR”, junto con las construcciones, excepto los surtidores, 
tanques y avisos que son propiedad de Terpel de la Sabana y su 

instalación de energía, ubicado en la Vereda de VUELTA GRANDE, en 
el Municipio de COTA, Departamento de Cundinamarca, inscrito en 

el CATASTRO bajo el numero: 00-0-004-142, lote de terreno 

materia de esta venta con una cabida o extensión superficiaria 
aproximada de doce mil ochocientos metros cuadrados (12.800 m2). 

(1 hectárea y 2.800 mts cuadrados) el cual para efectos de Matricula 
de Catastro se denominará “EL MOLINO” cuyos linderos y medidas 

especiales tomadas del plano topográfico que se protocoliza son: 
Partiendo del Mojón “A”, localizado junto a un poste de concreto, 

situado en el costado norte del sitio en donde se bifurca la carretera 
de Funza a Cota, con la carretera de Tenjo –Con dirección Norte – 

Este y, ciento sesenta metros (160.00 mts), se encuentra el mojón 
“B” colindando con la carretera Central de Funza a Cota. Del Mojón 

“B”, con dirección Norte-Oeste y ochenta y dos metros cuarenta y 
cuatro centímetros (82.44 mts), al vértice (C), colindando con 

terrenos del Predio EL PORVENIR. Del mojón “C”, se continua con 
rumbo Sur-Oeste y ciento seis metros dieciocho centímetros (106,18 

mts) y al mojón “D”, situado en la cerca de alambre al borde de la 

carretera a Tenjo – Colindando en este costado con terrenos del 
predio EL PORVENIR de la sociedad “QUINTERO MARTINEZ LTDA.”. 

Del mojón “D”, se regresa a cerrar en el punto  de partida o mojón 
“A”, con dirección Sur-Este y ciento veinte metros tres centímetros 

(120.000 mts de longitud, colindando en este trayecto con la 
carretera a Tenjo”.  

 
Lo anterior bajo la expresión de voluntades contenida en el artículo 

primero del contrato en cuestión. 
   

3. Al TERCER HECHO: Es cierto que “En el contrato de arrendamiento 
celebrado entre las partes el 3 de octubre de 1995 se pactó que el mismo 



tendría una duración inicial de 3 años, prorrogables por periodos 
sucesivos de un año” 

 
4. Al CUARTO HECHO: Por contener varias situaciones planteadas en un 

mismo hecho, procedo a contestar de la siguiente manera: 
4.1 Es cierto que “De conformidad con lo planteado por las partes en el 

contrato de arrendamiento, el mismo se prorrogó por periodos 
sucesivos de un año……”. 

 
4.2 Lo que No es cierto, es que dichas prorrogas fueran “hasta el día 3 

de octubre de 2017”. (Subrayado fuera de texto). 

 
Como se pasará a probar, el contrato sigue vigente al día de hoy, 

toda vez que: 
 

i) A la fecha de la presentación de la demanda, no ha habido 
“Mutuo Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el 

contrato de arrendamiento. 
ii) Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total 

de las obligaciones legales y contractuales para proceder a la 
terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del 

bien; 
iii) Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 

arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las 
partes no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle 

terminación por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, 

a la entrega del bien;  
iv) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de 

rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había 
pactado en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de 

arrendamiento. 
v) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los 

trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento de las 
condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 

deterioro por el uso. 
vi) El arrendador tampoco ha recibido pago alguno que cubra la 

totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir para 
restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 

que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de 
arrendamiento y conforme al inventario. y que hoy en día fue 

llamado a ruina a causa de la negligencia del arrendatario. 

vii) El Arrendatario a la fecha de presentación de la demanda, no ha 
dado cumplimiento al pago total y de los cánones de 

arrendamiento, dado que conforme se demostrará en las 
pruebas aportadas, realizo pagos inferiores a los acordado 

durante el tiempo que funciono la estación de servicio y desde 
2017, se sustrajo de la obligación de pagar el canon de 

arrendamiento, encontrándose a la fecha de contestación de la 
demanda en incumplimiento de su obligación.  

viii) El arrendador no ha hecho uso de la figura del desahucio, 
contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio para 

proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 
entrega del bien. 



ix) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la 
entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en 

la cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para 
devolver el inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La 

Remediación de los daños causados por la contaminación 
ambiental que provocó por la falta de mantenimiento y uso de 

la estación de servicio; iii) El levantamiento de la Garantía real 
que se constituyó en su favor. 

 
Basado en lo anterior, no se puede manifestar que el contrato de 

arrendamiento se prorrogo de manera automática hasta el 3 de 

octubre de 2017, intentando argumentar que en esa fecha se dio por 
terminado, a la fecha de contestación de la demanda, el contrato NO 

se ha dado por terminado, conforme a las argumentaciones 
anteriormente expuestas. 

 
Recuérdese que el Código Civil dispone: 

 
“ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE CONSERVAR LA 

COSA>. La obligación de conservar la cosa exige que se emplee 
en su custodia el debido cuidado.” (Negrilla adicionada). 

 
También, 

 
“ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA 

ARRENDADA POR TERMINACION DEL CONTRATO >. El 

arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del 
arrendamiento. 

Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, 
tomándose en consideración el deterioro ocasionado por 

el uso y goce legítimo. 
Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá 

haberla recibido en regular estado de servicio, a menos que 
pruebe lo contrario. 

 
En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, 

deberá probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa 
de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta 

de esta prueba será responsable.” (Negrilla adicionada). 
 

Además, 

 
ARTICULO 1613. <INDEMNIZACION DE 

PERJUICIOS>. La indemnización de perjuicios comprende el 
daño emergente y lucro cesante, ya provenga de no haberse 

cumplido la obligación, o de haberse cumplido 
imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento. 

 
Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al 

daño emergente. 
 

Al igual, dicha obligación fue adoptada por EL ARRENDATARIO, hoy en 
día demandante en la CLAUSULA CUARTA del contrato “EL 

ARRENDATARIO a la terminación del contrato deberá devolver al 



ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, salvo el deterioro 
proveniente del tiempo y uso legítimo” (Negrilla adicionada) 

 
Como quedará demostrado, el arrendatario, busca eludir su 

responsabilidad de entrega del bien, en las condiciones ordenadas por 
la ley (Artículos 1606, 1613 y 2005 del Código Civil, normatividad a 

aplicar por remisión del Código de Comercio) y por el contrato; y para 
lo mismo intenta valerse de la administración de justicia. Que se 

pruebe. 
 

5. Al QUINTO HECHO: Por contener varias situaciones planteadas en un 

mismo hecho, procedo a contestar de la siguiente manera: 
 

5.1 No es cierto. Que la parte actora “ha dado pleno cumplimiento a sus 
obligaciones”, (subrayado fuera de texto); dentro de su narración, el 

demandante omite convenientemente mencionar que, desde marzo 
del año 2017, fue convocada por parte del ARRENDADOR a una 

audiencia de conciliación donde se le reclamó por el continuo 
incumplimiento de sus obligaciones contractuales. En la misma, se 

discriminó una a una las obligaciones pendientes: 
 

a) El incumplimiento a lo pactado en el literal b) de la cláusula QUINTA 
del contrato de arrendamiento, “Construcción de rampa para 

lavado, cárcamo de engrase en un término no mayor a 8 (ocho) 
meses”. A la fecha EL ARRENDATARIO no ha realizado dicha 

construcción. 

b) Explotación de la estación de servicio. El arrendatario se sustrajo 
sin justificación alguna de dicha explotación, ya que desde 

diciembre de 2013 la estación se encuentra sin ser explotada a 
plenitud, como lo determinaba el contrato, en este momento la 

estación de servicio se encuentra desocupada y en estado total de 
abandono. 

c) Indemnización por la abstención de realización de los debidos 
mantenimientos y reparaciones locativas a los que estaba obligado 

por ley. 
 

Dicha reclamación del ARRENDADOR que motivó a convocar a el 
ARRENDATARIO a la audiencia de conciliación, fueron notificadas al 

arrendatario mediante documento bajo radicado 2017-01-119144 en 
13 folios, documento que también será relacionado en el acápite de 

pruebas. 

 
Adicionalmente, existen otras situaciones que demuestran claramente 

el Incumplimiento de las obligaciones contractuales del 
ARRENDATARIO hoy demandante, como son las siguientes: 

 
Pagos del Canon por concepto de combustible, por debajo del 

porcentaje del margen de utilidad. Al respecto, como se pasará a 
probar, también está faltando a la verdad el demandante, pues 

conforme a informe pericial contratado por este extremo, se pudo 
evidenciar que desde el año 2004 (fecha desde cuando se tiene 

evidencia y registro de facturas por parte de ARRENDADOR), el 
arrendatario se eludió del pago total de las sumas pactadas 

contractualmente en el literal c) del acápite “Canon:” del objeto del 



“CONTRATO DE ARRENDAMIENTO ESTACION DE SERVICIO EL 
MOLINO” y por lo mismo, a febrero del 2021, adeuda, 

aproximadamente, la suma de $719.111.404.oo (SETECIENTOS 
DIECINUEVE MILLONES CIENTO ONCE MIL CUATROCIENTOS CUATRO 

PESOS M/CTE) más intereses. 
 

Cesación de actividades de Explotación económica de la estación de 
servicio, el restaurante y los locales comerciales. 

 
Pago de los cánones de arrendamiento; desde diciembre de 2013 

con el cierre de la estación de servicio, el restaurante y los locales 

comerciales, afecto al Arrendatario en el valor a recibir por concepto 
de arrendamiento, y desde octubre de 2017, sin que exista sentencia 

que de por terminado el contrato bajo Litis o mutuo acuerdo sobre tal 
situación, al Sustraerse del pago de los cánones de arrendamiento, 

incumplió totalmente su obligación contractual de pago. 
 

Conservación de la cosa objeto de arriendo, Recuérdese que el 
Código Civil dispone en su “ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE 

CONSERVAR LA COSA>. La obligación de conservar la cosa exige 
que se emplee en su custodia el debido cuidado.” (Negrilla 

adicionada). Obligación legal en cabeza del ARRENDATARIO, la cual 
evidentemente no ha cumplido, pues el ARRENDADOR le entrego un 

bien económicamente productivo, en pleno estado de funcionamiento 
y debidamente acreditado, y a la fecha de presentación de la demanda 

el ARRENDATARIO pretende entregar un lote con serias afectaciones 

ambientales y por escombros, con una estación de servicio en 
completo estado de abandono, que no se encuentra en 

funcionamiento, sin servicios públicos, y con unos locales comerciales 
en estado de ruina. 

 
Remediación de los daños ambientales, debido al estado de 

abandono y la falta de mantenimiento de la estación de servicio, los 
tanques subterráneos y las tuberías oxidadas, han generado el 

derrame de combustible, situación que además de constituirse en un 
incumplimiento por parte del arrendatario, también se constituye en 

una conducta violatoria del ordenamiento jurídico de Rango 
Constitucional, penal, civil y medioambiental, además de las normas 

consagradas en la ley 1333 del 21 de julio de 2009, situación que es 
de conocimiento de la Organización Terpel S.A, ARRENDATARIO y 

demandante, en razón a la notificación que se realizó en reunión 

llevada a cabo en las instalaciones de la Organización Terpel S.A. en 
junio de 2018, donde se les presento el estudio “Evaluación Ambiental 

Estación de Servicio Terpel El Molino Municipio Cota, Vereda Siberia, 
Cundinamarca - Colombia realizado por -TeXan Ingeniería SAS-,  

donde en sus conclusiones se estableció que se generó una 
contaminación del suelo y el subsuelo de la estación de servicio El 

Molino “que supera las concentraciones de hidrocarburos en el suelo 
(100 ppm) permitidas por el medio ambiente”, situación que se 

considera una “Infracción” en materia ambiental, de conformidad con 
el artículo 5 de la ley 1333 de 2009, y que debe ser reparada por parte 

del ARRENDATARIO, de conformidad con el parágrafo 2° de la Norma 
Ibidem, antes de la entrega del inmueble. 

 



No se puede pregonar un “pleno cumplimiento” por parte del 
arrendatario cuando es evidente que no ha cumplido; que desde marzo 

del año 2017 por parte del ARRENDADOR se le viene reclamando al 
arrendatario el cumplimiento de sus obligaciones y contrario a su 

deber de cumplir con lo pactado contractualmente y con lo establecido 
en el ordenamiento jurídico, decidió iniciar este proceso, con el fin de 

eludir sus obligaciones legales y contractuales, dado que desde el 
momento en que el ARRENDADOR inicio los justos reclamos, el 

ARRENDATARIO intento finalizar la relación jurídica en fecha 3 de 
octubre de 2017, sin haber cumplido totalmente con sus obligaciones, 

intentando preavisar de manera extemporánea, habiendo llevado a 

ruina al bien económicamente productivo entregado en arriendo, sin 
haber remediado los daños ambientales causados en el lote de terreno 

entregado, y además sin reparar las afectaciones causadas en el 
inmueble objeto del contrato y al lote adyacente a la propiedad. Luego 

entonces, ¿Cuál cumplimiento de las obligaciones?, cómo puede la 
parte activa pretender tergiversar la realidad de una forma tan 

mezquina y lo que es peor, utilizar la administración de justicia para 
evadir su responsabilidad ante los daños ambientales que ocasionó y 

los graves incumplimientos al contrato. Que se pruebe. 
 

5.2 No es cierto lo que la parte actora alude al mencionar, que “ha dado 
pleno cumplimiento a sus obligaciones, especialmente, el pago de los 

cánones de arrendamiento estipulados en el referido contrato….” 
(subrayado fuera de texto); toda vez que a la fecha de presentación 

de la demanda (11 de diciembre de 2020), el contrato de 

arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 
compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.) continua vigente, y a la fecha de la contestación de la demanda 
NO SE HA DADO POR TERMINADO, razón por la cual las 

obligaciones contractuales de la empresa Terpel S.A. en condición de 
ARRENDATARIO, continúan vigentes, incluida la obligación del pago 

del canon de arrendamiento; Así pues, el demandante está faltando a 
la verdad, en razón a que i) Conforme se manifestó en el numeral 5.1 

de esta Contestación, El ARRENDADOR solicito a un perito evaluador 
debidamente registrado y certificado ante el Registro Abierto de 

Avaluadores (AVAL), para que elaborara un informe pericial, informe 
pericial que a la fecha de contestación de la demanda aun no 

concluido, pero que en su etapa inicial se pudo evidenciar que desde 
el año 2004 (fecha desde cuando se tiene evidencia y registro de 

facturas por parte de ARRENDADOR), el arrendatario se eludió del 

pago total de las sumas pactadas contractualmente en el literal c) del 
acápite “Canon:” del objeto del “CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

ESTACION DE SERVICIO EL MOLINO” y por lo mismo, a febrero del 
2021 adeuda aproximadamente la suma de SETECIENTOS 

DIECINUEVE MILLONES CIENTO ONCE MIL CUATROCIENTOS CUATRO 
PESOS M/Cte., ($719.111.404.oo) más intereses, ii) Desde diciembre 

de 2013 el ARRENDATARIO ceso la actividad de explotación de la 
Estación de servicio, y coloco un cerramiento en polisombra, 

generando con ello la imposibilidad de que El Restaurante, los locales 
comerciales y la concesión de Helados San Jerónimo pudieran 

continuar funcionando y lo que es peor, sin poder determinar el 
verdadero valor a facturar por concepto de combustible de 

conformidad al literal c) del acápite “Canon:” y iii) Desde octubre de 



2017 a la fecha de presentación de la demanda (11 de diciembre de 
2020), el ARRENDATARIO se sustrajo de su obligación de pagar el 

canon de arrendamiento. 
 

El canon de arrendamiento no fue pagado en debida forma, bien 
porque no se pagó respecto del porcentaje del margen de utilidad, 

conforme a lo establecido en el literal c) del acápite “Canon:”, o porque 
luego de haber cerrado la estación de servicio genero una situación 

que no permitía establecer el verdadero porcentaje, Maxime que los 
valores pagados no estaban correctos y finalmente porque desde 

octubre de 2017 se sustrajo del cumplimiento del canon de 

arrendamiento. Como se puede pregonar un cumplimiento de las 
obligaciones, especialmente en el pago del canon de arrendamiento, 

cuando se evidencia todo lo contrario (pago un porcentaje inferior, 
propicio las condiciones para cerrar el restaurante la concesión y los 

locales comerciales, y finalmente se ha negado al pago de los cánones 
de arriendo de los últimos cuatro años). Que se pruebe.  

 
5.3 No es cierto. Lo que la parte actora alude al mencionar que “allega 

prueba de pago de los últimos tres meses de vigencia del contrato” 
(Subraya agregada). La Organización Terpel S.A. en su condición de 

ARRENDATARIO y como accionante de la “Restitución del bien 
inmueble Arrendado”, está en la obligación de presentar los recibos de 

pago del canon de arrendamiento de los tres últimos periodos, con la 
presentación de la demanda, conforme a lo estipulado en el Numeral 

4º del artículo 384 del Código General del proceso, es decir los 

soportes del pago del canon de arrendamiento de los meses de 
septiembre de 2020, octubre de 2020 y noviembre de 2020 (obligación 

que no cumplió). 
 

Así pues, para alegar que “allega prueba de pago de los últimos tres 
meses de vigencia del contrato” EL ARRENDATARIO estaba en la 

obligación de presentar los recibos de pago del arriendo de los meses 
de septiembre de 2020, octubre de 2020 y noviembre de 2020, ya que 

los últimos tres meses de vigencia del contrato antes de la fecha de 
presentación de la demanda, son los meses de agosto, septiembre y 

octubre de dos mil veinte (2020), toda vez que a la fecha de la 
presentación de la demanda, y más aún a la fecha de contestación de 

la misma, conforme a lo expuesto en el Numeral 4.1 de este escrito, 
el contrato de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA 

PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) continua vigente, NO SE HA DADO 
POR TERMINADO, razón por la cual las obligaciones contractuales de 

la empresa Terpel S.A. en condición de ARRENDATARIO, continúan 
vigentes, incluida la obligación del pago del canon de arrendamiento. 

Que se pruebe. 
 

6. Al SEXTO HECHO: Es parcialmente cierto que en la cláusula sexta del 
contrato de arrendamiento se pactó lo siguiente: “SEXTA.- PREAVISO. El 

arrendador, podrá dar por terminado el contrato de arrendamiento 
durante cualquiera de sus prórrogas, mediante preaviso escrito dado al 

arrendamiento con tres (3) meses de anticipación y el pago de la 
indemnización que prevé la ley”, ya que el demandante continua faltando 

a la verdad al omitir de manera intencional parte de la información, con 



el fin de descontextualizar la realidad y llevar al despacho a equívocos, 
dado que LO QUE SI ES CIERTO es que la cláusula completa dispone: 

“SEXTA.- PREAVISO. El arrendador, podrá dar por terminado el contrato 
de arrendamiento durante cualquiera de sus prórrogas, mediante 

preaviso escrito dado al arrendamiento con tres (3) meses de anticipación 
y el pago de la indemnización que prevé la ley (Art 15, Ley 56 de 1985, 

inc. final)” omitiendo intencionalmente la parte subrayada y en negrita. 
 

De la forma como está pactada la cláusula, la facultad del preaviso esta 
únicamente en cabeza del ARRENDADOR. A su vez, de la lectura integral 

de la misma, salta a la vista la remisión expresa a la Ley 56 de 1985 

artículo 15, mediante la cual se dictaron normas sobre arrendamiento de 
vivienda urbana, hoy en día derogada por la Ley 820 del 2003 cuya 

materia continua siendo regular el arrendamiento de vivienda urbana, 
luego entonces la cláusula sexta del contrato, aludida por la parte activa, 

carece de eficacia, toda vez que hace referencia normativa a la Ley 56 de 
1985, derogada por la Ley 820 del 2003 y para efectos del presente 

contrato adolece de aplicabilidad, bien porque uno de los extremos 
contractuales tiene calidad de comerciante o bien porque el objeto del 

contrato es el arrendamiento de un bien con fines meramente 
comerciales, lo que obliga a la aplicación de la normatividad establecida 

en el Código de comercio y/o el Código Civil Colombiano y no de la norma 
ibidem. Que se pruebe. 

 
7. Al SEPTIMO HECHO: Es cierto que “De acuerdo con lo anterior, las 

partes acordaron que cuando el arrendador, es decir, el señor ORLANDO 

CABEZA PEÑARANDA, quisiera dar por terminado el contrato durante 
cualquiera de sus prorrogas, debía dar preaviso por escrito a TERPEL con 

al menos tres meses de antelación. Es decir, las partes no establecieron 
ninguna obligación de preaviso el arrendatario, por la cual, de 

conformidad con el principio de autonomía de la voluntad privada, éste 
no se encontraba obligado a preavisar la terminación del contrato en el 

momento en que decidiera no prorrogar el mismo”.  
 

La voluntad de las partes al momento de la suscripción del contrato quedó 
plasmada conforme dicta el documento contractual. No obstante lo 

anterior, nos ratificamos en manifestar a este Despacho que la cláusula 
sexta del contrato, aludida por la parte activa, carece de eficacia, ya que 

hace referencia normativa a la Ley 56 de 1985, derogada por la Ley 820 
del 2003 y para efectos del presente contrato no tienen aplicabilidad las 

normas de arrendamiento de vivienda urbana pues como se itera, una de 

las partes es un comerciante y el objeto del contrato es el arrendamiento 
de un bien con fines meramente comerciales lo que obliga a la aplicación 

de la normatividad establecida en el Código de comercio y no de la norma 
ibídem. 

 
Igualmente, de existir la posibilidad de darle aplicación a la cláusula 

sexta, por remisión, en efecto el ARRENDATARIO podría solicitar al 
ARRENDADOR la terminación del contrato o no prorrogarlo, pero 

cumpliendo el termino de tiempo pactado para notificarlo de tres (3) 
meses antes de la fecha de vencimiento, situación que no cumplió pues 

notifico de manera extemporánea, pues su deber era notificar a mas 
tardar el 2 de julio de 2017 y realizo la notificación en fecha 06 de julio 

de 2017, pero tampoco puede el ARRENDADOR aceptar la terminación 



del contrato, permitiendo que el ARRENDATARIO eludiera su 
responsabilidad de restituir el bien en el estado que lo recibió, de forma 

que el mismo continuara siendo económicamente productivo y funcional 
o lo que es lo mismo, restituir el bien en las condiciones en las que le fue 

entregado, salvo el deterioro normal por uso conforme a lo establecido 
en la cláusula CUARTA el contrato de arrendamiento entre el señor 

ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA 
S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.). 

 
La anterior situación no ha permitido que el ARRENDADOR reciba de parte 

del ARRENDATARIO, el inmueble objeto del contrato de arrendamiento, 

debido a que i) La estación de servicio “el Molino” NO se encuentra en 
funcionamiento, está en total estado de abandono, no se encuentra en el 

mismo estado que la recibió el Arrendatario, y no es funcional, la 
“Estación de Servicio” que se encontraba funcionando al momento de la 

celebración del contrato, al día de hoy se encuentra en total estado de 
abandono, no está funcionando, no cumple con las reglamentaciones 

mínimas de funcionamiento y lo que es peor, el mismo demandante que 
la había tomado en arriendo, realizo actividades para desarrollar y 

construir otras dos estaciones de servicio en las cercanías de la estación 
arrendada, y ii) En el Lote de Terreno objeto del contrato de 

arrendamiento, Por la omisión de mantenimiento y conservación de la 
cosa objeto de arriendo por parte del arrendatario, se generó un  daño 

ambiental y que como se expuso anteriormente se considera una 
Infracción Ambiental contenida en la ley 1333 de 2009, su estado de 

deterioro. Que se pruebe. 

 
El demandante recibió el 3 de octubre de 1995 un bien económicamente 

productivo y de manera intencional desde el año 2014, fecha en que dejo 
de darle uso, lo llevo a la ruina y el deterioro, para posicionar sus dos (2) 

estaciones de servicio que ubico en las cercanías. 
 

8. Al OCTAVO HECHO: Es cierto que “En todo caso y sin perjuicio de lo 
anterior, mediante comunicado enviado por mi representada al 

arrendador el día 6 de julio de 2017, TERPEL manifestó su deseo de no 
prorrogar el contrato celebrado entre las partes sobre la Estación de 

Servicio El Molino, al vencimiento del plazo de la última prórroga anual 
pactada, es decir, 3 de octubre de 2017, fecha en la cual se citó al 

arrendador para que recibiera el inmueble y se suscribiera el acta 
respectiva”.  Hubo una comunicación de fecha 6 de julio donde el 

arrendatario manifestó lo siguiente, i) El aviso formal de la intención de 

Terpel de dar por terminado el contrato de arrendamiento, y ii) La 
intensión de entrega del área arrendada junto con la suscripción de la 

respectiva acta. 
 

En efecto, el arrendador comunicó mediante oficio su intención de NO 
continuar el contrato, sin embargo, i) NO comunicó el inicio de las 

respectivas, debidas y necesarias obras para la correcta y legal entrega 
del bien, esto es, de tal forma en que la estación de servicio quedara 

nuevamente funcional y cumpliendo con todas las exigencias de 
normatividad ambiental sobre operación de las estaciones de servicio, en 

atención a que desde el año 2014, suspendió la operación de la estación 
de servicio “El Molino”, y debía entregarla funcionado; ii) Tampoco 

comunicó la realización del pago de las sumas a las que ascendían los 



daños causados por la afectación del lote de terreno donde funcionaba la 
estación de servicio “El Molino”, y las del lote adyacente; iii) No reporto 

la realización de las obras de mitigación del impacto ambiental, por la 
Infracción Ambiental que se generó por falta de mantenimiento y 

conservación de la estación de servicio; iv) No reporto la realización de 
las obras de Construcción de rampa para lavado, cárcamo de engrase, 

pactada como obligación del arrendatario en el literal b de la Cláusula 
Quinta del contrato de arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO 

CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 
ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.)”; y v) Tampoco acredito haber realizado 

el levantamiento de la garantía real que se había constituido a su favor. 

 
Luego entonces, la parte activa de este proceso se limitó a notificar su 

intención de terminar la relación contractual sin dar aviso del del 
cumplimiento de sus obligaciones legales y contractuales, para el 

restablecimiento del bien (en la condición que lo recibió, es decir 
FUNCIONANDO) para que el mismo quedara económicamente 

productivo, además de solicitar la suscripción de un acta sin adelantar 
las obligaciones pendientes para recobrar el valor y la funcionalidad de la 

estación de servicio y de las cuales tenia pleno y previo conocimiento. 
 

Del mismo modo, en dicho oficio, la demandante mencionaba que la 
decisión se tomaba bajo “motivos meramente institucionales”, cuando en 

realidad dicha decisión se tomó debido a que mediante documento bajo 
radicado 2017-01-119144, se había elevado por parte del ARRENDADOR, 

el reclamo por las múltiples violaciones del arrendatario, al contrato de 

arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y 
la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.)”. 
 

Además, dicho sea de paso, del accionar de la parte activa se puede 
concluir, que intentó (sin ser procedente) dar aplicación a la cláusula 

sexta del contrato de arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO 
CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.)”, ya que numerosas veces hizo alusión de 
la misma dentro del libelo, sin precaver que su notificación de fecha seis 

(06) de julio del año 2017, fue Extemporánea de conformidad con la 
cláusula que invocaba, dado que los tres meses de anticipación para el 

preaviso que pretendía notificar, implicaban que debió haber notificado 
su intención de dar por terminado el contrato de arrendamiento suscrito 

entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE 

LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.)”, por tarde el día dos 
(2) de julio de 2017 y no  cuatro (4) días después como lo hiso (el (06) 

de julio del año 2017) con lo que se demuestra que su preaviso fue 
Extemporáneo, no lo hiso en debida forma, pues la envió el seis (6) de 

julio, cuando lo debido era enviarla antes del tres (03) de julio del mismo 
año, infortunadamente para él, dio una errónea aplicación a la cláusula. 

 
Por último, es de anotar que la parte demandante no hace alusión alguna 

a las diferentes reuniones y comunicaciones, propiciadas por la parte 
pasiva, que se han sostenido entre las partes, ORLANDO CABEZA 

PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 
ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.); reuniones y comunicaciones, en las cuales 

la Organización Terpel ha reconocido su deber de pago de sumas de 



dinero, por los daños ocasionados a las instalaciones ubicadas dentro del 
Lote donde se encuentra la Estación de servicio “El Molino”, es decir la 

“oficina que constaba de sala de juntas y sala de recepción totalmente 
equipada, así como un cuarto para montallantas, un apartamento con 

cocineta, baño, habitación y patio de ropas. Igualmente, hacia parte de 
ese contrato una concesión de helados San Jerónimo y un restaurante” 

además de los daños ocasionados a la infraestructura de la Estación de 
servicio “El Molino”, dado que al suspender la operación desde el año 

2014, las tuberías internas, los tanques de almacenamiento de 
combustible y los sistemas eléctricos, neumáticos, hidráulicos etc., 

sufrieron un deterioro por la falta de uso y la ausencia de mantenimiento. 

 
Prueba de lo mencionado en el párrafo anterior es la comunicación 

electrónica suscrita por la Jefe Jurídica Corporativa de la ORGANIZACIÓN 
TERPEL S.A., de fecha diecinueve (19) de noviembre de 2019, mediante 

la cual la Demandante propuso a la Demandada (i) el pago de 
QUINIENTOS CINCUENTA MILLONES DE PESOS ($550.000.00 m/cte.), 

(ii) la remoción de los escombros y (iii) la reactivación de los servicios 
públicos. 

 
La mencionada comunicación (correo electrónico) suscrito por la señora 

Diana Peñaloza, Jefe Jurídico Corporativo de la ORGANIZACIÓN TERPEL 
S.A., en un (01) folio, documento que también será relacionado en el 

acápite de pruebas. Que se pruebe. 
 

9. Al NOVENO HECHO: Es parcialmente cierto que “El día 25 de 

septiembre de 2017 el apoderado judicial del señor Orlando Cabeza 
Peñaranda (arrendador) envió comunicado a TERPEL, informando que el 

día 3 de octubre de 2017 el arrendador no se presentaría a recibir el 
inmueble, puesto que, según él, el contrato se prorrogaría por otro año 

más en la medida en que mi representada no realizó a tiempo el 
desahucio establecido en el artículo 520”. Tal como ya se ha evidenciado 

en la contestación de esta demanda, la parte actora continúa callando 
parte de la verdad. En efecto, se envió una comunicación manifestando 

que por ministerio de la ley mercantil el contrato se había prorrogado 
automáticamente y que por ende, los efectos legales del contrato seguían 

vigentes pero además, se le comunicó que, teniendo en cuenta que la 
conciliación a la que había sido convocada había resultado fallida, se le 

invitaba a que, de manera extraprocesal y durante la vigencia del 
contrato, se buscaran acercamientos con  miras a dar soluciones a las 

pretensiones del arrendador sobre cada uno de los puntos planteados, 

esto como condición para eventualmente llegar a un mutuo acuerdo sobre 
la terminación anticipada del contrato. De lo que podemos concluir que: 

i) El demandante está faltando a su deber de presentar los hechos tal y 
como sucedieron, intentando sacar ventajas inexistentes; ii) Siempre 

hubo por parte del arrendador ánimo para la resolución de las 
controversias; iii) La condición para la terminación del contrato era el 

simple cumplimiento de las obligaciones por parte del arrendatario. 
Además del cumplimiento de lo establecido en la cláusula CUARTA: del 

contrato de arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO CABEZA 
PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.)”, donde encuentran pactadas las 
condiciones en que se debía devolver el inmueble.  

 



Es una errada pretensión que no se ajusta a derecho intentar entregar un 
bien inmueble en condiciones de ruina y absoluto abandono, sin que 

existiera la debida indemnización por los evidentes daños, o por lo menos 
la manifestación del compromiso de repararlos y de devolver en el estado 

que lo recibió, con el antecedente de una conciliación fallida donde se 
solicitó el cumplimiento de sus obligaciones contractuales. Que se 

pruebe. 
 

10. Al DECIMO HECHO: Por contener varias situaciones planteadas en un 
mismo hecho, procedo a contestar de la siguiente manera: 

 

10.1 Es cierto que “Mediante comunicado emitido el 2 de octubre de 2017 
TERPEL dio respuesta a la comunicación enviada por el arrendador el 

día 25 de septiembre, ……” Lo anterior con base en el contenido en el 
documento referido por la parte actora. 

 
10.2 Es cierto que “Mediante comunicado emitido el 2 de octubre de 2017 

TERPEL dio respuesta a la comunicación enviada por el arrendador el 
día 25 de septiembre, aclarando a este que la obligación de desahucio 

contenida en el artículo 520 del Código de Comercio está establecida 
a cargo del arrendador y a favor del arrendatario, …….”. Negrita y 

subrayado fuera de texto; Lo anterior bajo la comprensión del 
contenido de la norma establecida en le articulo 520 del Código de 

Comercio. 
 

10.3 NO Es cierto que “Mediante comunicado emitido el 2 de octubre de 

2017 TERPEL dio respuesta a la comunicación enviada por el 
arrendador el día 25 de septiembre, aclarando a este que la obligación 

de desahucio contenida en el artículo 520 del Código de Comercio está 
establecida a cargo del arrendador y a favor del arrendatario, razón 

por la cual mi representada no estaba obligada a avisar con una 
antelación de 6 meses su deseo de no prorrogar el contrato y mucho 

menos debía indemnizar al señor Orlando Cabeza, toda vez que 
el contrato se estaba dando por terminado como consecuencia del 

vencimiento del termino pactado para el mismo”. Negrita y subrayado 
fuera de texto; de la lectura del texto contenido en el documento 

referido por la parte actora, no se evidencia la manifestación de la 
demandante subrayada en la respuesta a esta parte del hecho decimo, 

son conjeturas o aseveraciones infundadas que carecen de veracidad 
y sustento probatorio, que pretenden inducir al despacho a la creencia 

de que existió un pronunciamiento y una comunicación entre las partes 

que permitían colegir semejante mentira. Basta con leer el contenido 
de la comunicación referida para desvirtuar la aseveración planteada 

por el demandante en esta parte del hecho. Que se pruebe. 
 

10.4 NO Es cierto que “Mediante comunicado ………. toda vez que el 
contrato se estaba dando por terminado como consecuencia del 

vencimiento del término pactado para el mismo”. Negrita y subrayado 
fuera de texto; tal y como se ha manifestado en la contestación de los 

hechos de la demanda, en numerales 4.2 y 5.2 ampliamente se ha 
argumentado que a la fecha de presentación de la demanda (11 de 

diciembre de 2020), el contrato de arrendamiento entre el señor 
ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA 

S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.), y a la fecha de la 



contestación de la demanda, continua vigente NO SE HA DADO 
POR TERMINADO, no ha habido vencimiento del termino pactado, no 

ha habido “Mutuo Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el 
contrato de arrendamiento, El arrendador no ha hecho uso de la figura 

del desahucio, contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio 
para proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 

entrega del bien. El arrendatario no ha llevado a cabo los actos 
positivos para la entrega del bien, como son i) los contractualmente 

pactados en la cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para 
devolver el inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La 

Remediación de los daños causados por la contaminación ambiental 

que provocó por la falta de mantenimiento y uso de la estación de 
servicio; iii) El levantamiento de la Garantía real que se constituyó en 

su favor. 
 

Esta afirmación convenientemente incorporada, pretende demostrar 
una realidad jurídica inexistente, dado que la aseveración del 

vencimiento del término pactado carece de sustentación probatoria, y 
conforme lo ha demostrado la demandada, el contrato de 

arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 
compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.), continua vigente NO SE HA DADO POR TERMINADO, por el 
contrario, de forma deliberada decidieron omitir dar respuesta alguna 

frente a la invitación planteada en el numeral 14 de la comunicación 
referida, frente a las reclamaciones presentadas por el Arrendador en 

audiencia de conciliación fallida de fecha 15 de junio de 2017. Que se 

pruebe. 
 

11. Al DECIMO PRIMER HECHO: Es cierto que “El día 3 de octubre de 
2017, el arrendador a través de su apoderado judicial, dio respuesta al 

oficio remitido por TERPEL el 2 de octubre, insistiendo nuevamente en 
que nadie se presentaría a recibir el inmueble”. Como se ha advertido, 

dentro de ninguna de las comunicaciones enviadas por Terpel, se notificó 
que el bien fuera a entregarse conforme a las estipulaciones legales y 

contractuales exigidas, esto es, que el bien se entregara, i) en 
condiciones de funcionamiento al público, tal y como le fue entregado; ii) 

en cumplimiento de toda la normatividad ambiental determinada por el 
Ministerio de Minas y energía; iii) con la subsanación del daño ambiental 

ocasionado tanto en el terreno que comprende la estación de servicio 
como en el del predio conjunto; iv) económicamente funcional y 

productivo; v) con los servicios públicos en funcionamiento; vi) 

estructuralmente en óptimas y utilitarias condiciones, entre otros. Así 
pues, sin estos mínimos presupuestos no se cumplían las condiciones 

para que se procediera el recibo del bien. 
 

12. Al DECIMO SEGUNDO HECHO: Es parcialmente cierto que “TERPEL 
envió comunicado al arrendador el día 12 de octubre de 2017, recordando 

al señor Orlando Cabeza que las partes no establecieron termino alguno 
para que el arrendatario (en este caso la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) 

diera aviso de la decisión de no prorrogar el contrato; no obstante lo 
anterior, mi representada voluntariamente manifestó su intención de no 

prorrogar el contrato al vencimiento del plazo pactado para el mismo en 
un tiempo prudencial, lo cual hizo mediante la comunicación enviada el 6 

de julio de 2017”. Dado que la mencionada afirmación pretende sustentar 



que el contrato se dio por terminado en virtud de la expiración del término 
pactado, refiriéndose a que no le procedía dar aviso de desahucio como 

bien es claro, que el termino establecido en la clausula sexta por remisión 
normativa no le aplicaba, sino que simplemente al no haberse establecido 

en el contrato el termino de aviso por parte del arrendatario, este podía 
hacer esta comunicación “en un tiempo prudencial”. Nada mas alejado de 

la realidad jurídica y de la interpretación del contrato y las normas que lo 
rigen; todo para subsanar o intentar ocultar su yerro al haber notificado 

de manera extemporánea (cuatro días) la solicitud de terminación del 
contrato, con las consecuencias que esto genera (la continuación del 

periodo contractual por un termino de tres años más). Lo que, si es 

cierto, es que se recibió dicha comunicación, pero su envío el día seis 
(06) de julio de 2017 no obedeció al ánimo de comunicar la decisión en 

un tiempo prudencial, lo cierto es que dicho accionar buscaba intentar 
dar cumplimiento a la cláusula sexta del contrato, sin embargo, lo 

hicieron de forma errónea, pues la fecha para notificar era el dos (2) de 
julio de 2017.  

 
Ahora bien, independientemente del término en el que diera aviso el 

arrendatario, nunca comunicó que iba a iniciar las labores necesarias para 
restablecer el inmueble objeto del arrendamiento a las condiciones de 

normal funcionamiento conforme le había sido entregado, para así dar 
cumplimiento a lo establecido en la cláusula CUARTA: del contrato de 

arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 
compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.), por el contrario, ignoró la reclamación previa –materializada en 

la solicitud de conciliación- e intentó eludir las obligaciones que por ley y 
por el contrato tenía a su cargo. Al momento de la entrega, las 

condiciones físicas del bien, distaban críticamente de las condiciones en 
las que fue entregado; i) El Arrendatario Recibió una estación de servicio 

en económicamente productiva, acreditada con toda la infraestructura 
necesaria para el debido y total funcionamiento de las actividades de su 

naturaleza, es decir la venta de gasolina. El arrendatario pretendía, y aun 
hoy pretende, entregar un lote que a simple vista mostraba la total falta 

del debido cuidado al que estaba llamado por ser el tenedor de la cosa, 
un bien que fue llamado a ruina, sin posibilidad alguna de funcionamiento 

al público y que indudablemente necesita una reconstrucción para poder 
continuar llevando a cabo la actividad para la cual fue arrendado. La 

violación de las obligaciones del tenedor, ocasionaron la perturbación a 
la continuidad de la función del bien, impidiendo que, de ser el deseo del 

propietario, el bien pudiera ser arrendado en las condiciones en las que 

pretendían entregárselo. ii) Al Arrendatario le fue entregada una estación 
de servicio en cumplimiento de todas las disposiciones ambientales 

emitidas por las autoridades nacionales. Contrario sensu, el arrendatario 
conscientemente dejó de realizar las actualizaciones debidas en materia 

ambiental, ocasionándole al bien, desde mucho antes de la solicitud de 
entrega del mismo, desastrosos perjuicios ambientales como lo son a) La 

filtración de combustible al suelo y subsuelo, y por ende posible 
contaminación de fuente hídricas que atraviesan el predio. Esto a causa 

del no cambio de los tanques de almacenamiento del combustible, 
conforme a las estipulaciones emitidas por el Ministerio de minas y 

energía; b) Daño irreparable en la capa fértil del predio de mayor 
extensión, debido a la negligencia, falta de debido cuidado y 

complacencia de los administradores del lugar, que permitieron el 



descargue ilegal de escombros y desechos en la parte trasera de la 
estación de servicio; y c) Deterioro y destrucción de las placas de 

concreto a nivel general, ocasionando inestabilidad del suelo. iii) El 
Arrendatario Recibió una estación de servicio con una franquicia y un 

restaurante acreditado, donde cientos de viajeros llegaban día a día a 
alimentarse. Sin embargo, el arrendatario desde diciembre de 2013, 

ocasionó la finalización del contrato de arrendamiento del restaurante y 
de la franquicia pues sin explicación alguna limitó la visibilidad de ambos 

con la instalación de lona verde para cerramiento. Todo de forma 
intencional, con el ánimo de llamar a ruina a un bien económicamente 

productivo, afectando desde su infraestructura hasta su nombre y 

reconocimiento por parte de los viajeros. 
 

Tampoco notificó sobre el pago de los dineros adeudos por la incorrecta 
liquidación de los montos a pagar por canon de arrendamiento, tanto de 

la estación como de los locales, y mucho menos se pronunció por los 
dineros dejados de pagar sobre el verdadero porcentaje del margen de 

utilidad que recibía el distribuidor minorista sobre cada galón de 
combustible vendido, formula determinada para el pago del canon por 

concepto de combustible, de conformidad con lo establecido en el literal 
c) del acápite “Canon:” del objeto del “CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 

ESTACION DE SERVICIO EL MOLINO”. 
 

Así pues, sin el cumplimiento de las condiciones legales y contractuales 
de entrega del bien Económicamente productivo no era posible para el 

ARRENDADOR recibirlo en estado de ruina. Que se pruebe. 

Recordemos que en la teoría de la responsabilidad, desarrollada legal y 
jurisprudencialmente, se tiene que quien teniendo el deber jurídico de 

cuidado falta a este debe responder por sus actos y omisiones. 
 

“ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE CONSERVAR LA 
COSA>. La obligación de conservar la cosa exige que se emplee 

en su custodia el debido cuidado.” (Negrilla adicionada). 
 

También, 
 

“ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA 
ARRENDADA POR TERMINACION DEL CONTRATO >. El 

arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del 
arrendamiento. 

Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, 

tomándose en consideración el deterioro ocasionado por 
el uso y goce legítimo. 

Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá 
haberla recibido en regular estado de servicio, a menos que 

pruebe lo contrario. 
En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, 

deberá probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa 
de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta 

de esta prueba será responsable.” (Negrilla adicionada). 
 

Además, 
 



ARTICULO 1613. <INDEMNIZACION DE 
PERJUICIOS>. La indemnización de perjuicios comprende el 

daño emergente y lucro cesante, ya provenga de no haberse 
cumplido la obligación, o de haberse cumplido 

imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento. 
Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al 

daño emergente. 
 

En el mismo sentido, 

ARTICULO 2343. <PERSONAS OBLIGADAS A 

INDEMNIZAR>. Es obligado a la indemnización el que hizo el 
daño y sus herederos. 

El que recibe provecho del dolo ajeno, sin haber tenido parte en 

él, solo es obligado hasta concurrencia de lo que valga el 
provecho que hubiere reportado. 

ARTICULO 2347. <RESPONSABILIDAD POR EL HECHO 
PROPIO Y DE LAS PERSONAS A CARGO>. Toda persona es 

responsable, no sólo de sus propias acciones para el efecto de 
indemnizar el daño sino del hecho de aquellos que estuvieren a 

su cuidado. 

ARTICULO 2356. <RESPONSABILIDAD POR MALICIA O 

NEGLIGENCIA>. Por regla general todo daño que pueda 
imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser 

reparado por ésta. 

De igual forma, en Sentencia C-1008-2010 MP. Luis Ernesto Vargas 
Silva se dijo “Cabe resaltar que en materia contractual, la reparación 

del daño debe estar orientada también por el principio general según 
el cual la víctima tiene derecho a la reparación total de los daños que 

sean ciertos, directos, personales y que hayan causado la supresión 
de un beneficio obtenido lícitamente por el afectado[28]. Esta 

reparación debe comprender tanto los perjuicios patrimoniales como 

extrapatrimoniales.” 

 
13. Al DECIMO TERCER HECHO: NO es cierto que “El contrato de 

arrendamiento celebrado entre las partes terminó por expiración del 
plazo pactado el pasado 3 de octubre de 2017” Subrayado fuera de texto; 

Como se ha dejado claro en respuesta a los hechos anteriores, el contrato 
de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 

compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) 
AÚN NO HA FINALIZADO, situación de derecho que sigue vigente al 

día de hoy, toda vez que: 

 
i) A la fecha de la presentación de la demanda, no ha habido 

“Mutuo Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el 
contrato de arrendamiento. 

ii) Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total 
de las obligaciones legales y contractuales para proceder a la 

terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del 
bien; 

https://www.corteconstitucional.gov.co/RELATORIA/2010/C-1008-10.htm#_ftn28


iii) Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 
arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las 

partes no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle 
terminación por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, 

a la entrega del bien;  
iv) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de 

rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había 
pactado en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de 

arrendamiento. 
v) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los 

trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento de las 

condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 
deterioro por el uso. 

vi) El arrendador tampoco ha recibido pago alguno que cubra la 
totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir para 

restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 
que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de 

arrendamiento y conforme al inventario. y que hoy en día fue 
llamado a ruina a causa de la negligencia del arrendatario. 

vii) El Arrendatario a la fecha de presentación de la demanda, no ha 
dado cumplimiento al pago total y de los cánones de 

arrendamiento, dado que conforme se demostrará en las 
pruebas aportadas, realizo pagos inferiores a los acordado 

durante el tiempo que funciono la estación de servicio y desde 
2017, se sustrajo de la obligación de pagar el canon de 

arrendamiento, encontrándose a la fecha de contestación de la 

demanda en incumplimiento de su obligación.  
viii) El arrendador no ha hecho uso de la figura del desahucio, 

contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio para 
proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 

entrega del bien; 
x) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la 

entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en 
la cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para 

devolver el inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La 
Remediación de los daños causados por la contaminación 

ambiental que provocó por la falta de mantenimiento y uso de 
la estación de servicio; iii) El levantamiento de la Garantía real 

que se constituyó en su favor. 
 

Basado en lo anterior, no se puede manifestar que el contrato de 

arrendamiento se dio por terminado el 3 de octubre de 2017. 
 

Al día de hoy el contrato se encuentra vigente, toda vez que el 
arrendador, no ha desplegado acción alguna tendiente a entregar el 

bien inmueble cumpliendo con los parámetros legal y 
contractualmente dispuestos, por el contrario, a través de este 

proceso, está provocando una entrega sin el pago debido de los 
valores que adeuda: i) Gastos para la reconstrucción y puesta en 

funcionamiento de la estación de servicio al menos en condiciones 
similares a las que se le entregó al inicio de la relación contractual; ii) 

Gastos necesarios para el resarcimiento del daño ambiental generado 
por el descuido y abandono intencional del hoy demandante quien, por 

ahora dicho sea de paso, posteriormente instaló dos estaciones de 



servicio muy cerca al terreno del sub lite y quien además durante todo 
este tiempo por falta al debido cuidado que le asistía, permitió 

derrames de combustible en el subsuelo; iii) Gastos para la 
recuperación del terreno, ya que por negligencia de quien incoa una 

acción en contra de su Arrendador fue quien propicio las condiciones 
para que el lote hubiera sido objeto de invasión de los mal llamados 

tierreros, además de haber sido usado como botadero de escombros; 
iv) Cancelación de los montos faltantes por concepto de la correcta 

liquidación de los cánones de arrendamiento; v) Cancelación de los 
montos faltantes por concepto de la correcta liquidación de la totalidad 

de los galones de gasolina vendidos mes a mes, ya que de forma 

fraudulenta y deliberada el arrendatario pagó al arrendador por debajo 
de los valores de las ventas reales; entre otros. 

 
Como se mencionó anteriormente, de forma pacífica se buscó por 

parte del ARRENDADOR arreglar con el ARRENDATARIO, el pago de 
los montos anteriormente mencionados, pero la demandante, a pesar 

de reconocer la generación del perjuicio, se ha sustraído de cancelar 
las obligaciones, ignorando por completo el principio de quien 

incumple o hace un daño debe responsabilizarse de ello. Que se 
pruebe. 

 
Consideramos importante manifestar al Despacho, que para el mismo 

demandante el contrato de Arrendamiento aún se encuentra vigente, 
(no se ha dado por terminado) afirmación que fundamentamos en la 

manifestación que hace el Demandante en el capítulo IX. CUANTIA 

Y TIPO DE PROCESO, donde el extremo demandante alega que la 
“cuantía asciende a $654.358.957 correspondientes a la suma de 

$296.835.289 por concepto del valor actual de la renta”(Subraya 
y negrilla agregadas), hecho que ratifica que el contrato de 

arrendamiento para el mismo Demandante aún no se ha dado por 
terminado. 

 
 

14. AL DECIMO CUARTO HECHO: NO es cierto que “A la fecha, el 
arrendador Orlando Cabeza Peñaranda no ha querido recibir el inmueble”, 

subrayado fuera de texto; esta afirmación del demandante, carece de 
fundamento y de soporte probatorio, intenta demostrar una realidad que 

no existió y pretende desvirtuar los verdaderos hechos que se han 
suscitado a lo largo de la relación contractual y especial desde el 

momento en que el arrendador presento las reclamaciones al 

arrendatario convocándolo a audiencia de conciliación por el 
incumplimiento de los compromisos contractuales, ampliamente 

expuestos en respuesta a los hechos anteriores;  lo que si es cierto, es 
que a la fecha el ARRENDADOR Orlando Cabeza Peñaranda no ha podido 

recibir el inmueble por las condiciones de ruina y descuido en las que el 
arrendatario pretende entregarlo, es decir, sin el cumplimiento de la 

normatividad ambiental que regula su funcionamiento; con afectaciones 
graves a su estructura debido a la falta del debido cuidado; con su 

capacidad productiva llevada a ceros; sin funcionamiento de sus servicios 
públicos; y todo el cumulo de daños que se han venido relatando. El 

verdadero problema es la imposibilidad que ha tenido el demandado de 
hacer uso de su bien a causa de la negligencia y mala fe del arrendatario, 

la cual queda claramente demostrada dado que No se entiende como el 



Demandante, la Organización Terpel S.A., haya desplegado todos su 
accionar para llamar a ruina a la estación de servicio de propiedad del 

demandado y que paralelamente, mientras cerro la operación de la 
estación de servicio “El Molino”, haya construido dos (2) estaciones de 

servicio cercanas al predio en cuestión. 
 

El demandante recibió el 3 de octubre de 1995 un bien económicamente 
productivo y de manera intencional desde el año 2014, fecha en que dejo 

de darle uso, lo llevo a la ruina y el deterioro, para posicionar sus dos (2) 
estaciones de servicio que ubico en las cercanías. 

 

Tal y como se manifestó anteriormente, el ARRENDADOR, no ha podido 
recibir el inmueble objeto del contrato de arrendamiento, en razón a que 

dentro de ninguna de las comunicaciones enviadas por el 
ARRENDATARIO, se notifica que el bien fuera a entregarse conforme a 

las estipulaciones legales y contractuales exigidas, esto es, que el bien se 
entregará, i) En condiciones de funcionamiento al público, tal y como 

lo recibió al comienzo de la relación contractual, y como consta en el 
inventario inicial; ii) En cumplimiento de lo establecido en la cláusula 

CUARTA: del contrato de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA 
PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) “devolver al ARRENDADOR el inmueble en 
el mismo estado, salvo el deterioro proveniente del tiempo y uso legítimo”  

iii) En cumplimiento de toda la normatividad ambiental determinada por 
el Ministerio de Minas y Energía; iv) Con la subsanación del daño 

ambiental ocasionado tanto en el terreno que comprende la estación de 

servicio como en el del predio adyacente; v) económicamente funcional 
y productivo; vi) con los servicios públicos en funcionamiento; vii) 

estructuralmente en óptimas y utilitarias condiciones; viii) Habiendo 
realizado el ARRENDATARIO el levantamiento de la garantía real 

constituida en su favor, la cual se ha negado a realizar a pesar de las 
solicitudes escritas por parte del Arrendador, conforme a misiva adjunta 

en le acápite de pruebas, de fecha 13 de diciembre de 2018, entre otros. 
Así pues, sin estos mínimos presupuestos no se cumplían las condiciones 

para que se procediera al recibo del bien. 
 

En efecto, el arrendador comunicó mediante oficio su intención de NO 
continuar el contrato, comunicación extemporánea conforme se 

manifestó, sin embargo, i) NO comunicó el inicio de las respectivas, 
debidas y necesarias obras para la correcta y legal entrega del bien, esto 

es, de tal forma en que la estación de servicio quedara nuevamente 

funcional y cumpliendo con todas las exigencias de normatividad 
ambiental sobre operación de las estaciones de servicio, en atención a 

que desde el año 2014, suspendió la operación de la estación de servicio 
“El Molino”, y debía entregarla funcionado; ii) Tampoco comunicó la 

realización del pago de las sumas a las que ascendían los daños causados 
por la afectación del lote de terreno donde funcionaba la estación de 

servicio “El Molino”, y las del lote adyacente; iii) No reporto la realización 
de las obras de mitigación del impacto ambiental, por la Infracción 

Ambiental que se generó por falta de mantenimiento y conservación de 
la estación de servicio; iv) No reporto la realización de las obras de 

Construcción de rampa para lavado, cárcamo de engrase, pactada como 
obligación del arrendatario en el literal b de la Cláusula Quinta del 

contrato de arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO CABEZA 



PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 
ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.)”; y v) Tampoco acredito haber realizado 

el levantamiento de la garantía real que se había constituido a su favor, 
Luego entonces, la parte activa de este proceso se limitó a notificar su 

intención de terminar la relación contractual sin dar aviso del del 
cumplimiento de sus obligaciones legales y contractuales, para el 

restablecimiento del bien (en la condición que lo recibió, es decir 
FUNCIONANDO) para que el mismo quedara económicamente 

productivo. 
 

Es una errada pretensión que no se ajusta a derecho intentar entregar un 

bien inmueble en condiciones de ruina y absoluto abandono, sin que 
existiera la manifestación del compromiso por parte del ARRENDATARIO 

por lo menos de repararlos y de devolver el bien objeto de arriendo en el 
estado que lo recibió, con el antecedente de una conciliación fallida donde 

se solicitó el cumplimiento de sus obligaciones contractuales. 
 

La realidad no es que el ARRENDADOR no quiera recibir de parte del 
ARRENDATARIO el inmueble objeto del contrato de arrendamiento, la 

realidad es que El Arrendatarito No quiere entregar el inmueble 
cumpliendo lo establecido en la cláusula CUARTA: del contrato de 

arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y 
la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.) “devolver al ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, salvo 
el deterioro proveniente del tiempo y uso legítimo” o no ha realizado una 

manifestación clara de su compromiso para cumplir lo pactado 

contractualmente, es decir entregar la estación de servicio “El Molino” i) 
En condiciones de funcionamiento al público, tal y como lo recibió al 

comienzo de la relación contractual, y como consta en el inventario inicial; 
ii) En cumplimiento de lo establecido en la cláusula CUARTA: del contrato 

de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 
compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) 

“devolver al ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, salvo el 
deterioro proveniente del tiempo y uso legítimo”  iii) En cumplimiento de 

toda la normatividad ambiental determinada por el Ministerio de Minas y 
Energía; iv) Con la subsanación del daño ambiental ocasionado tanto en 

el terreno que comprende la estación de servicio como en el del predio 
adyacente; v) Económicamente funcional y productiva; vi) Con los 

servicios públicos en funcionamiento; vii) Estructuralmente en óptimas y 
utilitarias condiciones; viii) Habiendo realizado el ARRENDATARIO el 

levantamiento de la garantía real constituida en su favor. 

 
Todo lo anterior solo demuestra que La estación de servicio “el Molino” 

NO se encuentra en funcionamiento, está en total estado de abandono, 
no se encuentra en el mismo estado que la recibió el Arrendatario, y no 

es funcional, la “Estación de Servicio” que se encontraba funcionando al 
momento de la celebración del contrato, al día de hoy NO cumple con las 

reglamentaciones mínimas de funcionamiento, además y como ya se 
mencionó en el Lote de Terreno objeto del contrato de arrendamiento, 

Por la omisión de mantenimiento y conservación de la cosa objeto de 
arriendo por parte del arrendatario, se generó un  daño ambiental y que 

como se expuso anteriormente se considera una Infracción Ambiental 
contenida en la ley 1333 de 2009, su estado de deterioro. Que se 

pruebe. 



 
15. Al DECIMO QUINTO HECHO: Por contener varias situaciones 

planteadas en un mismo hecho, procedo a contestar de la siguiente 
manera: 

 
15.1 No es cierto que “Desde el 3 de octubre de 2017, fecha en que se 

terminó el contrato de arrendamiento……”. Subrayado fuera de texto, 
Como se ha dejado claro en respuesta a los hechos anteriores, el 

contrato de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA 
PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) AÚN NO HA FINALIZADO, situación 

de derecho que sigue vigente al día de hoy, toda vez que: 
 

i) A la fecha de la presentación de la demanda, no ha habido 
“Mutuo Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el 

contrato de arrendamiento. 
ii) Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total 

de las obligaciones legales y contractuales para proceder a la 
terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del 

bien; 
iii) Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 

arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las 
partes no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle 

terminación por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, 
a la entrega del bien;  

iv) El arrendador no ha hecho uso de la figura del desahucio, 

contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio para 
proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 

entrega del bien. 
v) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la 

entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en 
la cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para 

devolver el inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La 
Remediación de los daños causados por la contaminación 

ambiental que provocó por la falta de mantenimiento y uso de 
la estación de servicio; iii) El levantamiento de la Garantía real 

que se constituyó en su favor. 
 

Basado en lo anterior, no se puede manifestar que el contrato de 
arrendamiento se dio por terminado el 3 de octubre de 2017. Que se 

pruebe. 

 
15.2 No es Cierto lo que manifiesta el demandante al mencionar que 

“Desde el 3 de octubre de 2017, …… el arrendador no ha querido 
recibir,  …..”. subrayado fuera de texto, tal y como se manifestó en 

respuesta al hecho anterior, no es cierto que el ARRENDADOR no 
quiera recibir de parte del ARRENDATARIO el inmueble objeto del 

contrato de arrendamiento, la realidad es que El Arrendatarito No 
quiere entregar el inmueble cumpliendo lo establecido en la cláusula 

CUARTA: del contrato de arrendamiento suscrito entre el señor 
ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA 

S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.) “devolver al ARRENDADOR el 
inmueble en el mismo estado, salvo el deterioro proveniente del 

tiempo y uso legítimo” o no ha realizado una manifestación clara de 



su compromiso para cumplir lo pactado contractualmente, es decir 
entregar la estación de servicio “El Molino” i) En condiciones de 

funcionamiento al público, tal y como lo recibió al comienzo de la 
relación contractual, y como consta en el inventario inicial; ii) En 

cumplimiento de lo establecido en la cláusula CUARTA: del contrato de 
arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la 

compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 
S.A.) “devolver al ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, 

salvo el deterioro proveniente del tiempo y uso legítimo”  iii) En 
cumplimiento de toda la normatividad ambiental determinada por el 

Ministerio de Minas y Energía; iv) Con la subsanación del daño 

ambiental ocasionado tanto en el terreno que comprende la estación 
de servicio como en el del predio adyacente; v) Económicamente 

funcional y productiva; vi) Con los servicios públicos en 
funcionamiento; vii) Estructuralmente en óptimas y utilitarias 

condiciones; viii) Habiendo realizado el ARRENDATARIO el 
levantamiento de la garantía real constituida en su favor. 

 
No se puede recibir La estación de servicio “el Molino” por qué NO se 

encuentra en funcionamiento, está en total estado de abandono, no se 
encuentra en el mismo estado que la recibió el Arrendatario, y no es 

funcional, la “Estación de Servicio” que se encontraba funcionando al 
momento de la celebración del contrato, al día de hoy NO cumple con 

las reglamentaciones mínimas de funcionamiento, además y como ya 
se mencionó en el Lote de Terreno objeto del contrato de 

arrendamiento, Por la omisión de mantenimiento y conservación de la 

cosa objeto de arriendo por parte del arrendatario, se generó un  daño 
ambiental y que como se expuso anteriormente se considera una 

Infracción Ambiental contenida en la ley 1333 de 2009, su estado de 
deterioro. Que se pruebe. 

 
No se puede recibir la Estación de Servicio “El Molino” por las 

argumentaciones que ampliamente se expusieron en la respuesta a 
los hechos de la demanda y que se resumen a continuación: 

 
i) Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total 

de las obligaciones legales y contractuales para proceder a la 
terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del 

bien. 
ii) Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 

arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las 

partes no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle 
terminación por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, 

a la entrega del bien.  
iii) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de 

rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había 
pactado en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de 

arrendamiento. 
iv) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los 

trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento de las 
condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 

deterioro por el uso. 
v) El arrendador tampoco ha recibido pago alguno que cubra la 

totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir para 



restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 
que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de 

arrendamiento y conforme al inventario. y que hoy en día fue 
llamado a ruina a causa de la negligencia del arrendatario. 

vi) El Arrendatario no ha dado cumplimiento al pago total y de los 
cánones de arrendamiento, dado que realizo pagos inferiores a 

los acordado durante el tiempo que funciono la estación de 
servicio y desde 2017, se sustrajo de la obligación de pagar el 

canon de arrendamiento. 
vii) El Arrendador no ha realizado la Remediación de los daños 

causados por la contaminación ambiental que provocó por la 

falta de mantenimiento y uso de la estación de servicio. 
viii) El Arrendador no ha realizado la Remediación de los daños 

causados por las afectaciones al lote adyacente por haber 
permitido el paso de vehículos para arrojar escombros. 

 
15.3 No me consta que “Desde el 3 de octubre de 2017, …… TERPEL ha 

tenido que incurrir en cuantiosos gastos relativos a la custodia del 
inmueble, los cuales consisten en la suma de $357.523.668 a 

septiembre de 2020”. I) Como se ha dejado claro, el contrato aún no 
ha finalizado por culpa de la inejecución, por parte del arrendatario, 

de acciones tendientes a restaurar al bien al estado en el que se 
entregó. II) El arrendatario es quien no ha podido recibir su inmueble 

y por ende, se le ha privado de los derechos que tiene como 
propietario, de uso y goce de la cosa. III) La afirmación sobre “incurrir 

en cuantiosos gastos” es parte de las obligaciones contractuales que 

debe cumplir el arrendatario en virtud del contrato de arrendamiento, 
toda vez que como se ha manifestado en la respuesta a los hechos 

anteriores, debidamente argumentado y conforme al ordenamiento 
legal, a la fecha de contestación de la demanda aún no se ha dado por 

terminado el contrato, por lo tanto no tiene ningún asidero legal 
intentar manifestar haber incurrido en gastos para trasladar los 

mismos al demandado conforme lo relaciona en las pretensiones, 
cuando son sus propias obligaciones como la de la conservación y 

“Custodia” de la cosa objeto de arrendamiento, mientras subsista el 
contrato; precisamente esa custodia que relata el demandante no ha 

sido efectiva, toda vez que en febrero del año 2014, El Arrendador 
tuvo que incurrir en gastos para la recuperación del terreno, ya que 

por negligencia del personal que custodiaba el inmueble objeto del 
contrato de arrendamiento, permitieron la invasión de la parte 

Occidental del lote denominado “El Molino” y la invasión total del Lote 

El Porvenir, propiedad adyacente a la estación de Servicio “El Molino” 
y de propiedad del Señor Orlando Cabeza Peñaranda, invasión de los 

mal llamados tierreros; el ARRENDATARIO tampoco cumplió con su 
obligación de conservación y “Custodia” de la cosa objeto de 

arrendamiento en razón a que el personal que utilizo para su custodia 
permitió que el lote hubiera sido usado como botadero de escombros, 

además de haber permitido el paso de volquetas y vehículos a arrojar 
escombros en el lote adyacente denominado “El Porvenir”;  Lo que si 

es cierto, es que el arrendatario debió, debe y deberá mantener , y 
brindar protección para custodiar y evitar invasión de la propiedad 

dado el estado de abandono en que la conserva. Que se pruebe. 
 

  



II EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 
 

 
Me permito manifestar al señor Juez que presento total oposición a todas 

y cada una de las pretensiones declarativas y condenatorias 
solicitadas por la parte actora, por cuanto i) Carecen de fundamento factico 

y de derecho que pruebe la existencia de los hechos en que se fundan, y ii) 
Por el actuar de mala fe del demandante, al pretender eludir su 

responsabilidad de pago frente a los daños causados, intentando utilizar 
para ello a la administración de justicia. 

 

A continuación, detallo los argumentos de mi oposición a cada una de las 
pretensiones de la parte demandante así: 

 
 

PRETENCIONES DECLARATIVAS 
 

1. A la PRIMERA PRETENSIÓN: “Que se declare que el contrato de 
arrendamiento celebrado entre las partes terminó el día 3 de octubre de 

2017, pues este día expiró el plazo establecido para el mismo”. ME 
OPONGO. El contrato, al día de hoy, se encuentra vigente, Toda vez que 

el demandante pretende por la vía judicial, que se subsane su yerro al 
no haber notificado oportunamente su intención de dar por terminado el 

contrato, pues realizo una notificación extemporánea y en el libelo de la 
demanda no obra prueba que demuestre que notifico en debida forma la 

terminación del contrato. 

 
De manera adicional fundamentamos la oposición, en razón a que 

podemos afirmar que al día de hoy el contrato se encuentra vigente, ya 
que el arrendador, no ha desplegado acción alguna tendiente a entregar 

el bien inmueble cumpliendo con los parámetros legal y 
contractualmente dispuestos; por el contrario, a través de este proceso, 

está provocando una entrega sin el pago debido de los valores que 
adeuda: i) Gastos para la reconstrucción y puesta en funcionamiento de 

la estación de servicio al menos en condiciones similares a las que se le 
entregó al inicio de la relación contractual; ii) Gastos necesarios para el 

resarcimiento del daño ambiental generado por el descuido y abandono 
intencional del hoy demandante quien, por ahora dicho sea de paso, 

posteriormente instaló dos estaciones de servicio muy cerca al terreno 
del sub lite y quien además durante todo este tiempo por falta al debido 

cuidado que le asistía, permitió derrames de combustible en el subsuelo; 

iii) Gastos para la recuperación del terreno, ya que por negligencia de 
quien incoa una acción en contra de su Arrendador fue quien propicio las 

condiciones para que el lote hubiera sido objeto de invasión de los mal 
llamados tierreros, además de haber sido usado como botadero de 

escombros; iv) Cancelación de los montos faltantes por concepto de la 
correcta liquidación de los cánones de arrendamiento; v) Cancelación de 

los montos faltantes por concepto de la correcta liquidación de la 
totalidad de los galones de gasolina vendidos mes a mes, ya que de 

forma fraudulenta y deliberada el arrendatario pagó al arrendador por 
debajo de los valores de las ventas reales; entre otros. 

 
 

 



El arrendatario se ha eludido del pago de todos los daños causados a la 
estación de servicio, evadiendo su deber de restituir el bien en las 

condiciones en las que le fue entregado, salvo deterioro normal por uso. 
Como se indicó en el acápite anterior, mucho antes del momento de la 

entrega, las condiciones físicas del bien, distaban críticamente de las 
condiciones en las que fue entregado, reitero: i) Fue entregada una 

estación de servicio acreditada con toda la infraestructura necesaria para 
el debido y total funcionamiento de las actividades de su naturaleza, es 

decir la venta de gasolina. El arrendatario pretendía, y aun hoy pretende, 
entregar un lote que a simple vista mostraba la total falta del debido 

cuidado al que estaba llamado por ser el tenedor de la cosa; un bien que 

fue llamado a ruina, sin posibilidad alguna de funcionamiento al público 
y que indudablemente necesita una reconstrucción para poder continuar 

llevando a cabo la actividad para la cual fue arrendado. La violación de 
las obligaciones del tenedor, ocasionaron perturbación a la continuidad 

del funcionamiento del bien, impidiendo que, de ser el deseo del 
propietario, el bien pudiera ser nuevamente arrendado en las condiciones 

en las que pretendían entregárselo. ii) Fue entregada una estación de 
servicio en cumplimiento de todas las disposiciones ambientales emitidas 

por las autoridades nacionales. Contrario sensu, el arrendatario 
conscientemente dejó de realizar las actualizaciones debidas en materia 

ambiental, ocasionándole al bien, desde mucho antes de la solicitud de 
entrega del mismo, desastrosos perjuicios ambientales como lo son a) 

La filtración de combustible al suelo y subsuelo, y por ende posible 
contaminación de fuente hídricas que atraviesan el predio. Esto a causa 

del no cambio de los tanques de almacenamiento del combustible, 

conforme a las estipulaciones emitidas por el Ministerio de minas y 
energía; b) Daño irreparable en la capa fértil del predio de mayor 

extensión, debido a la negligencia, falta de debido cuidado y 
complacencia de los administradores del lugar, pues permitieron y 

acolitaron el descargue ilegal de escombros y desechos en la parte 
trasera de la estación de servicio; y c) Deterioro y destrucción de las 

placas de concreto a nivel general, ocasionando inestabilidad del suelo. 
iii) Fue entregada una estación de servicio con una franquicia y un 

restaurante acreditado, donde cientos de viajeros llegaban día a día a 
alimentarse. Sin embargo, el arrendador desde mucho antes de la 

solicitud de entrega del inmueble, ocasionó la finalización del contrato de 
arrendamiento del restaurante y de la franquicia pues sin explicación 

alguna limitó la visibilidad de ambos con la instalación de lona verde para 
cerramiento. 

 

Así pues, sin la debida entrega del bien no es posible dar por 
terminada la relación contractual. 

 
De la misma manera, para el mismo demandante el contrato de 

Arrendamiento aún se encuentra vigente, (no se ha dado por terminado) 

afirmación que fundamentamos en la manifestación que hace el 

Demandante en el capítulo IX. CUANTIA Y TIPO DE PROCESO, donde 

el extremo demandante alega que la “cuantía asciende a $654.358.957 

correspondientes a la suma de $296.835.289 por concepto del valor 

actual de la renta”(Subraya y negrilla agregadas), hecho que ratifica 

que el contrato de arrendamiento para el mismo Demandante aún no se 

ha dado por terminado. 



Como se ve, el contrato de arrendamiento continúa vigente 
 

El demandante pretende por la vía judicial, que se declare la terminación 
del contrato, para que obligue al ARRENDADOR a recibir el inmueble 

objeto del contrato de arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO 
CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.), sin haber cumplido previamente y 
conforme lo ordena la ley y el acuerdo contractual, con sus obligaciones. 

Recibir un inmueble en estado de ruina, completamente abandonado y 
con serias afectaciones ambientales; cuando el mismo demandante no 

ha cumplido con sus obligaciones legales, contractuales y había recibido 

el bien “Estación de servicio el Molino” al comienzo de la relación 
contractual en estado de funcionamiento y económicamente productivo. 

 
El Demandante no puede utilizar la administración de justicia 

para eludir el cumplimiento de sus obligaciones, dadas las 
condiciones de deterioro, ruina, malfuncionamiento, 

obsolescencia y abandono, en que pretende entregar el inmueble. 
 

 
2. A la SEGUNDA PRETENSION: “Que se declare que, como consecuencia 

de la terminación del contrato de arrendamiento, el señor ORLANDO 
CABEZA PEÑARANDA está obligado a recibir a la ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A. el lote y las construcciones que conforman la Estación de Servicio El 
Molino, el cual tiene una extensión aproximada de 12.800 metros 

cuadrados, se encuentra ubicado en el cruce de Siberia kilómetro 4 de la 

vía a Cota departamento de Cundinamarca, identificado con el número 
de matrícula inmobiliaria 50N-20121902”. ME OPONGO. Toda vez que 

el demandante pretende por la vía judicial, que se obligue al demando a 
recibir el inmueble objeto del contrato de arrendamiento suscrito entre 

el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA 
SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.), sin haber cumplido 

previamente y conforme lo ordena la ley y el acuerdo contractual, con 
sus obligaciones, pretende que se le obligue al demandado a recibir un 

inmueble en estado de ruina, completamente abandonado y con serias 
afectaciones ambientales; cuando el mismo demandante no ha cumplido 

con sus obligaciones legales, contractuales y había recibido el bien 
“Estación de servicio el Molino” al comienzo de la relación contractual en 

estado de funcionamiento y económicamente productivo. 
 

Además Por ser ilación de la anterior pretensión. Como se ha reiterado a 

lo largo de este escrito, de encontrarse el bien en las condiciones que 
exige la ley y el contrato suscrito por las partes, el arrendador no hubiera 

tenido problema alguno para recibirlo, pero como se ha dejado ver, el 
arrendatario ni realizó las acciones tendientes a restablecer la utilidad 

del bien ni canceló las sumas necesarias para que el arrendador pudiera 
ejercer las acciones, es decir ni hizo ni pagó para que se hicieran.  

 
Cabe resaltar que, dentro de la solicitud de conciliación, una de las 

pretensiones fue “que como consecuencia de los incumplimientos 
contractuales se condene a la ORGANIZACIÓN  TERPEL S.A. a 

restituir al arrendador convocante la ESTACION DE SERVICIO 
TERPEL EL MOLINO EN UN TERMINO NO MAYOR A LOS 10 DIAS 

HABILES y dar por terminado el contrato de arrendamiento de fecha 4 



de octubre de 1995” (Negrilla propia) de lo que se puede concluir es que 
nunca ha buscado no recibir el bien, lo que ha buscado es que al recibirlo 

éste se encuentre en las condiciones que la ley y el contrato ordenan, es 
decir no es el ‘no recibirlo’ sino ‘en qué condiciones no recibirlo’. 

 
3. A la TERCERA PRETENSION: “Que se declare que, como consecuencia 

de la renuencia del arrendador a recibir el lote arrendado, tras la 
terminación del contrato de arrendamiento el pasado 3 de octubre de 

2017, el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA deberá indemnizar a la 
ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. los gastos en que ha incurrido por la 

custodia del inmueble, hasta que el mismo sea recibido por el 

arrendador” ME OPONGO. por cuanto el demandante parte de 
supuestos, dado que no demostró la “renuencia del arrendador a recibir 

el lote arrendado”, tampoco ha demostrado “la terminación del contrato 
de arrendamiento el pasado 3 de octubre de 2017” y tampoco fue 

justificada, probada o demostrada dentro del libelo de la demanda, “los 
gastos en que ha incurrido por la custodia del inmueble.”, pues en la 

misma no se encontró prueba alguna que demostrara la existencia del 
pago de los gastos pretendidos, cobrando por vía judicial sumas de 

dinero que no se le deben y que no demostró haber pagado. 
 

Además de lo ya expuesto, por las siguientes razones: a) Los gastos en 
los que supuestamente incurrió el arrendatario, hoy demandante, se 

deben a su propia culpa, pues no ha llevado a cabo las labores tendientes 
a restablecer la utilidad económica del bien que se le entregó para su 

tenencia, luego entonces debe darse interpretación y aplicación al 

principio  “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans”, es decir, nadie 
puede alegar a su favor su propia culpa, sobre el mismo la Corte 

Constitucional se ha pronunciado en el sentido que  “Una persona no es 
digna de ser oída ni menos pretender el reconocimiento de un bien jurídico 

a partir de su conducta reprochable. Para la Corte, nadie puede 
presentarse a la justicia para pedir la protección de los derechos bajo la 

conciencia de que su comportamiento no está conforme al derecho y los 
fines que persigue la misma norma. Este principio no tiene una 

formulación explícita en el ordenamiento jurídico. No obstante lo anterior, 
la Corte Constitucional ha hecho alusión a su naturaleza de regla general 

del derecho, al derivarse de la aplicación de la analogía iuris” además “el 
juez no puede amparar situaciones donde la vulneración de los derechos 

fundamentales del actor se deriva de una actuación negligente, dolosa o 
de mala fe. Cuando ello ocurre, es decir, que el particular o la autoridad 

pública pretende aprovecharse del propio error, dolo o culpa, se ha 

justificado la aplicación de este principio como una forma de impedir el 
acceso a ventajas indebidas o inmerecidas dentro del ordenamiento 

jurídico.”(Sentencia T-122/2017 MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez); b) 
Los supuestos gastos alegados, obedecerían a su deber de custodia y 

cuidado sobre el inmueble, pues como se ha dicho en múltiples ocasiones, 
el contrato continúa vigente hasta tanto no se devuelva el bien a sus 

condiciones iniciales de funcionalidad y utilidad económica; c) El 
demandante dentro de su libelo no aporta prueba alguna sobre los rubros 

que pretende exigir, se recuerda que la aplicación al principio “onus 
probandi”, conforme las palabras de la Corte Constitucional exige “la 

realización de ciertas actuaciones procesales en interés propio, como la 
demostración de la ocurrencia de un hecho o el suministro de los medios 

de pruebas que respalden suficientemente la hipótesis jurídica defendida. 



De ahí que, de no realizarse tales actuaciones, según la jurisprudencia 
reiterada de esta Corporación, el resultado evidente sea la denegación de 

las pretensiones, la preclusión de las oportunidades y la pérdida de los 
derechos”. 

 
 

PRETENCIONES CONDENATORIAS 
 

5. A la QUINTA PRETENSION: “Que, consecuencialmente, se ordene al 
señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA a recibir a la ORGANIZACIÓN 

TERPEL S.A. el lote y las construcciones que conforman la Estación de 

Servicio El Molino, el cual tiene una extensión aproximada de 12.800 
metros cuadrados, se encuentra ubicado en el cruce de Siberia 

kilómetro 4 de la vía a Cota departamento de Cundinamarca, 
identificado con el número de matrícula inmobiliaria 50N-20121902”. 

ME OPONGO. Itero lo expuesto en la SEGUNDA PRETENSION. Como 
se ha reiterado a lo largo de este escrito, de encontrarse el bien en las 

condiciones que exige la ley y el contrato suscrito por las partes, el 
arrendador no hubiera tenido problema alguno para recibirlo, pero 

como se ha dejado ver, el arrendatario no realizó las acciones 
tendientes a restablecer la utilidad del bien ni canceló las sumas 

necesarias para que el arrendador pudiera ejercer las acciones, es decir 
ni hizo ni pagó para que se hicieran. Cabe resaltar que, dentro de la 

solicitud de conciliación, una de las pretensiones fue “que como 
consecuencia de los incumplimientos contractuales se condene a la 

ORGANIZACIÓN  TERPEL S.A. a restituir al arrendador 

convocante la ESTACION DE SERVICIO TERPEL EL MOLINO EN 
UN TERMINO NO MAYOR A LOS 10 DIAS HABILES y dar por terminado 

el contrato de arrendamiento de fecha 4 de octubre de 1995” (Negrilla 
propia) de lo que se puede concluir es que nunca ha buscado no recibir 

el bien, lo que ha buscado es que al recibirlo éste se encuentre en las 
condiciones que la ley y el contrato ordenan, es decir no es el ‘no 

recibirlo’ sino ‘en qué condiciones no recibirlo’. 
 

6.  A la SEXTA PRETENSION: “Que como consecuencia de las 
pretensiones anteriores se condene al señor ORLANDO CABEZA 

PEÑARANDA a reembolsar a la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. la suma 
de $357.523.668 por los gastos correspondientes a la custodia del bien 

arrendado desde la fecha en que terminó el contrato, el pasado 3 de 
octubre de 2017, hasta septiembre de 2020. se reciba el espacio 

mencionado”(sic) Respetuosamente ME OPONGO. Toda vez que:  

 
a) Los supuestos gastos alegados, obedecerían a su deber de custodia y 

cuidado sobre el inmueble, pues como se ha dicho en múltiples 
ocasiones, el contrato continúa vigente, y es deber del arrendatario 

custodiarlo hasta tanto no se devuelva el bien al Arrendador, en las 
condiciones iniciales de funcionalidad y utilidad económica. 

 
b) El demandante dentro de su libelo no aporta prueba alguna sobre los 

rubros que pretende exigir, se recuerda que la aplicación al principio 
“onus probandi”, conforme las palabras de la Corte Constitucional 

exigen “la realización de ciertas actuaciones procesales en interés 
propio, como la demostración de la ocurrencia de un hecho o el 

suministro de los medios de pruebas que respalden suficientemente 



la hipótesis jurídica defendida. De ahí que, de no realizarse tales 
actuaciones, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, el 

resultado evidente sea la denegación de las pretensiones, la 
preclusión de las oportunidades y la pérdida de los derechos”. 

 
c) Los gastos en los que supuestamente incurrió el arrendatario, hoy 

demandante, se deben a su propia culpa, pues no ha llevado a cabo 
las labores tendientes a restablecer la utilidad económica del bien que 

se le entregó para su tenencia, luego entonces debe darse 
interpretación y aplicación al principio  “Nemo auditur propriam 

turpitudinem allegans”, es decir, nadie puede alegar a su favor su 

propia culpa, sobre el mismo la Corte Constitucional se ha 
pronunciado en el sentido que  “Una persona no es digna de ser oída 

ni menos pretender el reconocimiento de un bien jurídico a partir de 
su conducta reprochable. Para la Corte, nadie puede presentarse a la 

justicia para pedir la protección de los derechos bajo la conciencia de 
que su comportamiento no está conforme al derecho y los fines que 

persigue la misma norma. Este principio no tiene una formulación 
explícita en el ordenamiento jurídico. No obstante lo anterior, la Corte 

Constitucional ha hecho alusión a su naturaleza de regla general del 
derecho, al derivarse de la aplicación de la analogía iuris” además “el 

juez no puede amparar situaciones donde la vulneración de los 
derechos fundamentales del actor se deriva de una actuación 

negligente, dolosa o de mala fe. Cuando ello ocurre, es decir, que el 
particular o la autoridad pública pretende aprovecharse del propio 

error, dolo o culpa, se ha justificado la aplicación de este principio 

como una forma de impedir el acceso a ventajas indebidas o 
inmerecidas dentro del ordenamiento jurídico.”(Sentencia T-

122/2017 MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez);  
 

 
7.  A la SEPTIMA PRETENSION: “Que como consecuencia de las 

pretensiones anteriores se condene al señor ORLANDO CABEZA 
PEÑARANDA a reembolsar a la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. los gastos 

correspondientes a la custodia del bien arrendado desde septiembre de 
2020 hasta que se reciba el inmueble mencionado” respetuosamente 

ME OPONGO, Por tratarse de una pretensión, indeterminada, que no 
fue justificada dentro del libelo de la demanda, pues en la misma no se 

encontró prueba alguna que demostrara la existencia o la forma de 
determinar el valor del cobro pretendido, y que además pretende 

trasladar al demandado el cumplimiento de las obligaciones del 

Arrendatario, como lo son las de la conservación y “Custodia” de la 
cosa objeto de arrendamiento, mientras subsista el contrato; la 

obligación de brindar protección para custodiar y evitar invasión de la 
propiedad dado el estado de abandono en que la conserva, hasta tanto 

no se dé por terminado el contrato de arrendamiento por mutuo 
acuerdo o por mandato judicial, recae de manera exclusiva en el 

Arrendatario y no puede ser trasladada al Arrendador hasta tanto no 
se haga la entrega del inmueble. De manera adicional por los siguientes 

motivos: 
 

a) Los supuestos gastos alegados, obedecerían a su deber de custodia y 
cuidado sobre el inmueble, pues como se ha dicho en múltiples 

ocasiones, el contrato continúa vigente, y es deber del arrendatario 



custodiarlo hasta tanto no se devuelva el bien al Arrendador, en las 
condiciones iniciales de funcionalidad y utilidad económica. 

 
b) El demandante dentro de su libelo no aporta prueba alguna sobre los 

rubros que pretende exigir, se recuerda que la aplicación al principio 
“onus probandi”, conforme las palabras de la Corte Constitucional 

exigen “la realización de ciertas actuaciones procesales en interés 
propio, como la demostración de la ocurrencia de un hecho o el 

suministro de los medios de pruebas que respalden suficientemente 
la hipótesis jurídica defendida. De ahí que, de no realizarse tales 

actuaciones, según la jurisprudencia reiterada de esta Corporación, el 

resultado evidente sea la denegación de las pretensiones, la 
preclusión de las oportunidades y la pérdida de los derechos”. 

 
c) Los gastos en los que supuestamente incurrió el arrendatario, hoy 

demandante, se deben a su propia culpa, pues no ha llevado a cabo 
las labores tendientes a restablecer la utilidad económica del bien que 

se le entregó para su tenencia, luego entonces debe darse 
interpretación y aplicación al principio  “Nemo auditur propriam 

turpitudinem allegans”, es decir, nadie puede alegar a su favor su 
propia culpa, sobre el mismo la Corte Constitucional se ha 

pronunciado en el sentido que  “Una persona no es digna de ser oída 
ni menos pretender el reconocimiento de un bien jurídico a partir de 

su conducta reprochable. Para la Corte, nadie puede presentarse a la 
justicia para pedir la protección de los derechos bajo la conciencia de 

que su comportamiento no está conforme al derecho y los fines que 

persigue la misma norma. Este principio no tiene una formulación 
explícita en el ordenamiento jurídico. No obstante lo anterior, la Corte 

Constitucional ha hecho alusión a su naturaleza de regla general del 
derecho, al derivarse de la aplicación de la analogía iuris” además “el 

juez no puede amparar situaciones donde la vulneración de los 
derechos fundamentales del actor se deriva de una actuación 

negligente, dolosa o de mala fe. Cuando ello ocurre, es decir, que el 
particular o la autoridad pública pretende aprovecharse del propio 

error, dolo o culpa, se ha justificado la aplicación de este principio 
como una forma de impedir el acceso a ventajas indebidas o 

inmerecidas dentro del ordenamiento jurídico.”(Sentencia T-
122/2017 MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez);  

 
 

8. A la OCTAVA PRETENSION: “Que se condene al señor ORLANDO 

CABEZA PEÑARANDA al pago de las costas y agencias en derecho” ME 
OPONGO. Por cuanto el contenido de la demanda carece de todo 

sustento factico y de derecho, razón por la cual no hay lugar a fallar a 
favor del Demandante, y como consecuencia condenar en costas al 

Demandado. 
 

 
Para Finalizar, es importante tener en cuenta que acorde con la equidad, al 

Juez le está dada la facultad de solucionar justamente los conflictos 
observando el actuar de las partes y buscando la justicia del caso en la propia 

Ley, sería injusto que, por fuera de la Ley, mi representada fuera condenada 
a recibir el inmueble que entrego en arrendamiento, en estado de Ruina, con 



graves afectaciones ambientales, sin encontrarse funcionando y totalmente 
improductivo. 

 
 

 
III OBJECIONES 

 
 

Conforme a lo estipulado por el artículo 439 del Código General del Proceso, 
en concordancia con el Artículo 206 del Código General del proceso, y por 

encontrarme dentro del término otorgado por la Ley, Respetuosamente me 

permito presentar objeción al juramento estimatorio presentado por el 
demandante dentro del Libelo de la demanda así: 

 
“Objeción de la cuantía correspondientes a los costos en los que ha 

incurrido TERPEL por la custodia de inmueble arrendado” conforme 
al “VI JURAMENTO ESTIMATORIO” 

 
 

Fundamento esta objeción en los siguientes HECHOS: 
 

1. En el libelo de la demanda, el Demandante realizó un juramento 
estimatorio sobre lo pretendido “estimo la cuantía del presente proceso, 

en relación con las pretensiones indemnizatorias, para el momento de 
presentación de la demanda, en la suma de $357.523.668 

correspondientes a los costos en los que ha incurrido TERPEL por la 

custodia de inmueble arrendado desde la fecha de terminación del 
contrato el pasado 3 de octubre de 2017 a septiembre de 2020”. 

 
2. El demandante en el libelo de la demanda, alega como pretensiones 

indemnizatorias la suma de TRESCIENTOS CINCUENTA Y SIETE MILLONES 
QUINIENTOS VEINTITRES MIL SEISCIENTOS SESENTA Y OCHO PESOS 

($357.523.668) “correspondientes a los costos en los que ha incurrido 
TERPEL por la custodia del inmueble arrendado desde la fecha de 

terminación del contrato el pasado 3 de octubre de 2017 a septiembre de 
2020, sin perjuicio de aquellos que se sigan causando”,  lo anterior con 

sustento en las siguientes situaciones fácticas y jurídicas: 
 

3. En el acápite de pruebas de la Demanda, no se encontró prueba alguna 
que demostrara la existencia del pago de los costos pretendidos. 

 

4. El Demandante no probo en la presentación de su demanda, los costos 
incurridos por Terpel para la custodia del inmueble. 

 
 

Fundamento jurídicamente la presente Objeción en lo siguiente: 
 

ARTÍCULO 439. REGULACIÓN DE PERJUICIOS. Dentro del término para proponer 

excepciones el demandado podrá objetar la estimación de los perjuicios hecha 

por el ejecutante en la demanda caso en el cual se dará aplicación al artículo 206. El 

juez convocará a audiencia para practicar las pruebas y definir el monto de los perjuicios. 

 

Si no se acredita la cuantía de los perjuicios el juez declarará extinguida la obligación, 

terminada la ejecución en lo referente a aquellos y continuará por las demás 

prestaciones, si fuere el caso. Subrayado y negrita fuera de texto. 
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ARTÍCULO 206. JURAMENTO ESTIMATORIO. Quien pretenda el reconocimiento de una 

indemnización, compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo 

razonadamente bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, 

discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto 

mientras su cuantía no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. 

Solo se considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le 

atribuya a la estimación. 

 

Formulada la objeción el juez concederá el término de cinco (5) días a la parte que hizo 

la estimación, para que aporte o solicite las pruebas pertinentes. 

 

Si la cantidad estimada excediere en el cincuenta por ciento (50%) a la que resulte 

probada, se condenará a quien hizo el juramento estimatorio a pagar al Consejo Superior 

de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, o quien haga sus veces, 

una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia entre la cantidad 

estimada y la probada. 

 

El juez no podrá reconocer suma superior a la indicada en el juramento estimatorio, 

salvo los perjuicios que se causen con posterioridad a la presentación de la demanda o 

cuando la parte contraria lo objete. Serán ineficaces de pleno derecho todas las 

expresiones que pretendan desvirtuar o dejar sin efecto la condición de suma máxima 

pretendida en relación con la suma indicada en el juramento. 

 

El juramento estimatorio no aplicará a la cuantificación de los daños extrapatrimoniales. 

Tampoco procederá cuando quien reclame la indemnización, compensación los frutos o 

mejoras, sea un incapaz. 

 

PARÁGRAFO. También habrá lugar a la condena a la que se refiere este artículo a favor 

del Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, o 

quien haga sus veces, en los eventos en que se nieguen las pretensiones por falta de 

demostración de los perjuicios. En este evento, la sanción equivaldrá al cinco por ciento 

(5%) del valor pretendido en la demanda cuyas pretensiones fueron desestimadas. 

 

La aplicación de la sanción prevista en el presente parágrafo sólo procederá cuando la 

causa de la falta de demostración de los perjuicios sea imputable al actuar negligente o 

temerario de la parte. 

 
Como se ha dejado claro en la contestación de los hechos, el contrato suscrito 

entre las partes el día tres (03) de octubre del año 1995 sigue vigente en 

atención a las siguientes razones: 
 

1. La empresa Terpel S.A., evadió su responsabilidad de dar cumplimiento 

a los deberes impuestos a todos los arrendatarios por mandato legal, es 

decir, a) Acatar su deber de conservar la cosa (bien económicamente 

productivo y funcional) objeto del contrato de arrendamiento conforme a 

lo establecido en el artículo 1606 del Código Civil Colombiano, esto es con 

el debido cuidado; b) Observar la diligencia del buen padre de familia 

consistente en la conducta del hombre prudente, activo y honesto; 

c) Aplicar durante su tenencia y goce todas las acciones necesarias para 

garantizar el cuidado del bien económicamente productivo y 

funcional dado en arrendamiento; d) Darle el uso cuidadoso y 

contratado, es decir, que de manera diligente y cuidadosa continuara 

explotando el bien económicamente funcional y productivo entregado en 

arriendo y no que lo dejara en abandono y en estado de ruina tal, en 

otras palabras, usarlo con la diligencia y cuidado que los hombres 

emplean ordinariamente en sus negocios propios; e) Dar cumplimiento a 

su deber de comunicación y prevención de riesgos, ya que 

recuérdese que de buena fe le fue entregado el bien a la empresa Terpel 



S.A. y esta se eludió de dar comunicación de las condiciones en las que 

conservaba el bien y todos los agravios por los que dejó que el bien 

pasara. A su vez, recuérdese que de forma contractual también se 

estipularon tales obligaciones, se iteran: CLAUSULA TERCERA. -

DESTINACIÓN. El arrendatario “se obliga a usar el inmueble para la 

explotación de una Estación de Servicio denominada Terpel El 

Molino y queda desde ya autorizado a subarrendar el inmueble objeto 

de este contrato sin necesidad de autorización alguna por parte del 

arrendador.”  CLAUSULA CUARTA –RECIBO Y ESTADO.- “EL 

ARRENDATARIO a la terminación del contrato deberá devolver al 

ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, salvo el deterioro 

proveniente del tiempo y uso legítimo” (Negrillas adicionadas) 

Como resultado del incumplimiento de estos deberes legales y 

contractuales se tiene que: 
 

1. El bien no se encuentre en las condiciones exigidas legal y 
contractualmente para su correspondiente entrega y 2) Se causaron 

daños y perjuicios al señor Orlando Cabeza Peñaranda que a la fecha 
no han sido cancelados por parte de la empresa Terpel S.A., tan cierto 

es que en la demanda que actualmente se responde, no tocan punto 
alguno al respecto. Así pues, por parte del extremo activo no se ha 

dado cumplimiento al total de las obligaciones legales y contractuales 

para proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 
entrega del bien. 

 
2. Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del arrendatario 

y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las partes no se ha llegado 
a ningún convenio para proceder a darle terminación por mutuo 

acuerdo al contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien. 
 

3. El arrendador no ha recibido notificación alguna por parte del 

arrendatario respecto a la ejecución de los trabajos necesarios y 

debidos para el restablecimiento de las condiciones en las que fue 

entregado el bien, sin perjuicio del deterioro por el uso. Tampoco ha 

recibido pago alguno que cubra la totalidad de los gastos en los que 

tendrá que incurrir para restablecer las condiciones del bien 

económicamente productivo que le entregó al inicio de la relación 

contractual al arrendatario y que hoy en día fue llamado a ruina a 

causa de la negligencia de este último. 

 

4. El arrendatario no ha levantado la Garantía real constituida sobre el 

bien y en favor suyo. 

 

5. De la misma manera, en el capítulo IX. CUANTIA Y TIPO DE 

PROCESO, el extremo demandante alega que la “cuantía asciende a 

$654.358.957 correspondientes a la suma de $296.835.289 por 

concepto del valor actual de la renta”(Subraya y negrilla 

agregadas), hecho que ratifica que el contrato de arrendamiento aún 

no se ha dado por terminado. 

 



Como se ve, el contrato de arrendamiento continúa vigente, razón 
por la cual los supuestos gastos alegados por la empresa Terpel S.A. para 

la custodia del bien siguen estando a su cargo. 
 

Recuérdese que dentro de la demanda el Demandante realizó un 
juramento estimatorio sobre lo pretendido “estimo la cuantía del presente 

proceso, en relación con las pretensiones indemnizatorias, para el 
momento de presentación de la demanda, en la suma de $357.523.668 

correspondientes a los costos en los que ha incurrido TERPEL por la 
custodia de inmueble arrendado desde la fecha de terminación del 

contrato el pasado 3 de octubre de 2017 a septiembre de 2020”  y que en 

caso de sobreestimación de las mismas o estipulación sin prueba que 
demuestre, el demandante debe ser condenado a la sanción prevista por 

el Código General del Proceso. 
 

 
IV EXCEPCIONES DE FONDO 

 
 

Excepciones de Fondo: 
 

Respetuosamente propongo a su despacho las siguientes excepciones de Fondo 
formuladas contra las pretensiones del demandante, con expresión de su 

fundamento factico, y que buscan obtener sentencia en favor del demandado. 
 

 

1. Falta de legitimación por activa, por que quien debía cumplir 
primero era el demandante. 

 
Fundamento esta excepción en los siguientes HECHOS: 

 
1. El ARRENDATARIO no ha entregado a satisfacción del ARRENDADOR, la 

Construcción de rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se 
había pactado en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de 

arrendamiento. 
 

2. El ARRENDATARIO no ha entregado a satisfacción del ARRENDADOR, la 
ejecución de los trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento 

de las condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 
deterioro por el uso. 

 

3. El ARRENDATARIO no ha cancelado a satisfacción del ARRENDADOR, el 
pago que cubra la totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir 

para restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 
que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de arrendamiento y 

conforme al inventario. y que hoy en día fue llamado a ruina a causa de 
la negligencia del arrendatario. 

 
4. El ARRENDATARIO a la fecha de presentación de la demanda, no ha dado 

cumplimiento al pago total y de los cánones de arrendamiento, dado que, 
realizo pagos inferiores a los acordado durante el tiempo que funciono la 

estación de servicio en el periodo octubre de 1995 a diciembre de 2013 
y desde 2017 se sustrajo de la obligación de pagar el canon de 



arrendamiento, encontrándose a la fecha de contestación de la demanda 
en incumplimiento de su obligación. 

 
5. El ARRENDATARIO no ha llevado a cabo los actos positivos para la 

entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en la 
cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para devolver el 

inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La Remediación de los 
daños causados por la contaminación ambiental que provocó por la falta 

de mantenimiento y uso de la estación de servicio; iii) El levantamiento 
de la Garantía real que se constituyó en su favor. 

 

6. Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total de las 
obligaciones legales y contractuales para proceder a la terminación del 

contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien. 
 

7. Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 
ARRENDATARIO y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las partes 

no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle terminación 
por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien. 

 
Fundamento jurídicamente la presente excepción en lo siguiente: 

 
La obligación que le asiste al ARRENDATARIO de conservar la cosa objeto 

del contrato de arrendamiento conforme a lo establecido en el artículo 1606 
del Código Civil Colombiano que dispone: 

 

“ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE CONSERVAR LA 
COSA>. La obligación de conservar la cosa exige que se emplee 

en su custodia el debido cuidado.” (Negrilla adicionada). 
 

También en la obligación que le asiste al ARRENDATARIO de Restituir a la 
finalización del contrato de arrendamiento, la cosa objeto del contrato de 

arrendamiento conforme a lo establecido en el artículo 2005 del Código Civil 
Colombiano que dispone, 

 
“ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA 

ARRENDADA POR TERMINACION DEL CONTRATO >. El 
arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del 

arrendamiento. 
Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, 

tomándose en consideración el deterioro ocasionado por 

el uso y goce legítimo. 
Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá 

haberla recibido en regular estado de servicio, a menos que 
pruebe lo contrario. 

 
También en la obligación que le asiste al ARRENDATARIO de Restituir a la 

finalización del contrato de arrendamiento, la cosa objeto del contrato de 
arrendamiento, y la responsabilidad por los daños sobrevinientes a la 

cosa arrendada, por su culpa o la de sus dependientes, conforme a lo 
establecido en inciso final del artículo 2005 del Código Civil Colombiano que 

dispone, 
 



“ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA 
ARRENDADA POR TERMINACION DEL CONTRATO >. El 

arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del 
arrendamiento. 

(….) 
En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, 

deberá probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa 
de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta 

de esta prueba será responsable.” (Negrilla adicionada). 
 

Además, 

 
ARTICULO 1613. <INDEMNIZACION DE 

PERJUICIOS>. La indemnización de perjuicios comprende el 
daño emergente y lucro cesante, ya provenga de no haberse 

cumplido la obligación, o de haberse cumplido 
imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento. 

 
Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al 

daño emergente. 
 

Al igual, dicha obligación fue adoptada por EL ARRENDATARIO, hoy en día 
demandante en la CLAUSULA CUARTA del contrato “EL ARRENDATARIO a la 

terminación del contrato deberá devolver al ARRENDADOR el inmueble 
en el mismo estado, salvo el deterioro proveniente del tiempo y uso 

legítimo” (Negrilla adicionada) 

 
En razón a lo anterior no es llamada a prosperar la pretensión 

Declarativas Segunda del acápite de Pretensiones de la demanda en favor 
del demandante y formulada así: 

 

“Segunda. Que se declare que, como consecuencia de la terminación del 

contrato de arrendamiento, el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA está 

obligado a recibir a la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. el lote y las construcciones 

que conforman la Estación de Servicio El Molino, el cual tiene una extensión 

aproximada de 12.800 metros cuadrados, se encuentra ubicado en el cruce de 

Siberia kilómetro 4 de la vía Cota departamento de Cundinamarca, identificado 

con el número de matrícula inmobiliaria 50N-20121902.” 

 
Toda vez que el demandante pretende por la vía judicial, que se obligue al 

demando a recibir el inmueble objeto del contrato de arrendamiento suscrito 
entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA 

SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.), sin haber cumplido 

previamente y conforme lo ordena la ley y el acuerdo contractual, con sus 
obligaciones. 

 
El Demandante pretende que, por mandato judicial, se le obligue al 

demandado a recibir un inmueble en estado de ruina, completamente 
abandonado y con serias afectaciones ambientales; cuando el mismo 

demandante no ha cumplido con sus obligaciones legales, contractuales y 
había recibido el bien “Estación de servicio el Molino” al comienzo de la 

relación contractual en estado de funcionamiento y económicamente 
productivo.  

 
Reitero, que No puede ser llamada a prosperar esta pretensión, y por el 

contrario, en atención a que la Naturaleza del proceso lo permite, y 



conforme a lo establecido en el numeral 3 del artículo 96 del Código General 
del Proceso, por medio del presente hacemos el reclamo al demandante 

para que pague al demandado frutos, compensaciones e indemnizaciones, 
previo juramento estimatorio a continuación: 

 
JURAMENTO ESTIMATORIO: De conformidad con lo previsto en el 

artículo 206 del Código General del Proceso y en concordancia con el en 
el numeral 3 artículo 96 del Código General del Proceso, bajo juramento, 

estimo que la cuantía del Reclamo al Demandante, por los 
incumplimientos al contrato por parte del Arrendatario para el momento 

de la Contestación de la Demanda, en la suma de DOS MIL SETECIENTOS 

SETENTA Y NUEVE PESOS M/Cte ($2.117.432.779.oo), representados 
en los siguientes rubros: 

 
1. Por concepto del menor valor pagado en el canon de arrendamiento. 

2. Remediación del área afectada por escombros. 
3. Gastos de recuperación de los lotes invadidos. 

4. Construcción de la rampa para lavado y cárcamo de engrase. 
5. Restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 

(Estación de Servicio, Locales Comerciales y Oficinas). 
6. Remediación del terreno por derrame de combustible en el suelo. 

7. Recuperación del terreno del lote “El Molino” por deterioro da las áreas 
adoquinadas. 

 
Una vez probado lo anterior solicitamos al despacho condenar al 

demandante al pago de la suma de dos mil ciento diecisiete millones 

cuatrocientos treinta y DOS MIL SETECIENTOS SETENTA Y NUEVE PESOS 
M/Cte ($2.117.432.779.oo) por los siguientes conceptos: 

 
1. Por concepto compensación o reintegro de los gastos en los que incurrió 

el ARRENDADOR por el incumplimiento del ARRENDATARIO de las 
obligaciones contractualmente pactadas así: 

 
A título de compensación por el pago que cubra la totalidad de los gastos 

en los que incurrió el ARRENDADOR para la Remediación del área 
afectada por escombros. Situación que se presentó a causa de la 

negligencia de los dependientes arrendatario, que estaban obligados a la 
custodia del bien objeto de arrendamiento, por la suma de CIENTO 

CINCUENTA Y CUATRO MILLONES TRESCIENTOS NOVENTA Y DOS MIL 
CUATROCIENTOS OCHENTA PESOS M/Cte., ($154.392.480.oo). 

 

A título de compensación por el pago que cubra la totalidad de los gastos 
en los que incurrió el ARRENDADOR para Recuperar el Lote El Molino 

cuando fue invadido por “Tierreros” en febrero de 2014. Situación que 
se presentó a causa de la negligencia de los dependientes arrendatario, 

que estaban obligados a la custodia del bien objeto de arrendamiento, 
por la suma de SESENTA MILLONES DE PESOS M/Cte., 

($60.000.000.oo). 
 

 
2. Condenar al demandante por concepto de indemnización debido al 

incumplimiento de las obligaciones contractualmente pactadas conforme 
a las diferentes cotizaciones y estudios aportados en el acápite de 

pruebas de la presente contestación de la demanda, y en los que deberá 



incurrir el ARRENDADOR para Recuperar el Bien a un estado de 
“Económicamente Productivo” así: 

 
A título de indemnización por el pago que cubra la totalidad de los gastos 

en los que tendrá que incurrir el ARRENDADOR para la Construcción de 
rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había pactado en 

el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de arrendamiento, la suma 
de CIENTO SESENTA MILLONES DE PESOS M/CTE ($160.000.000.oo). 

 
A título de indemnización por el pago que cubra la totalidad de los gastos 

en los que tendrá que incurrir el ARRENDADOR para restablecer las 

condiciones del bien económicamente productivo que le entregó al 
arrendatario, al inicio del contrato de arrendamiento y conforme al 

inventario. y que hoy en día fue llamado a ruina a causa de la negligencia 
del arrendatario, la suma de SEISCIENTOS ONCE MILLONES CIENTO 

DIECINUEVE MIL OCHOCIENTOS SETENTA Y SEIS PESOS M/Cte., 
($611.119.876.oo). 

   
A título de indemnización por el pago que cubra la totalidad de los gastos 

en los que tendrá que incurrir el ARRENDADOR para la Remediación del 
terreno por derrame de combustible en el suelo. Situación que se 

presentó a causa de la negligencia del ARRENDATARIO al no hacer el 
debido mantenimiento y conservación de la infraestructura de la Estación 

de servicio “El Molino” estando en la obligación legal de Conservar la cosa 
objeto de arrendamiento conforme al art 1606 del CCC, por la suma de 

CIENTO SESENTA Y UN MILLONES CUATROCIENTOS SETENTA Y TRES 

MIL VEINTINUEVE PESOS M/Cte., ($161.473.029.oo). 
 

A título de indemnización por el pago que cubra la totalidad de los gastos 
en los que tendrá que incurrir el ARRENDADOR para la Recuperación del 

Terreno por el deterioro ocasionado sobre las áreas adoquinadas. 
Situación que se presentó a causa de la negligencia del ARRENDATARIO 

al no hacer el debido mantenimiento y conservación de la infraestructura 
de las edificaciones y áreas de la Estación de servicio “El Molino” estando 

en la obligación legal de Conservar la cosa objeto de arrendamiento 
conforme al art 1606 del CCC, por la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA 

Y UN MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA PESOS M/Cte., ($251.335.990.oo). 

 
A título de indemnización por no haber dado cumplimiento al pago total 

y de los cánones de arrendamiento, por haber realizado pagos inferiores 

a los acordado durante el tiempo que funciono la estación de servicio en 
el periodo octubre de 1995 a diciembre de 2013 y por haberse sustraído 

desde 2017, de la obligación de pagar el canon de arrendamiento. la 
suma de SETECIENTOS DIECINUEVE MILLONES CIENTO ONCE MIL 

CUATROCIENTOS CUATRO PESOS M/Cte., ($719.111.404.oo) más 
intereses. 

 
 

2. Contrato vigente por falta de Notificación de la terminación del 
mismo.  

 
Fundamento esta excepción en los siguientes HECHOS: 

 



1. A la fecha de la presentación de la demanda, no ha habido “Mutuo 
Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el contrato de 

arrendamiento. 
 

2. Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total de 
las obligaciones legales y contractuales para proceder a la terminación 

del contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien. 
 

3. Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 
arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las partes no 

se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle terminación 

por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, a la entrega del 
bien. 

 
4. El arrendador no ha hecho uso de la figura del desahucio, 

contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio para proceder 
a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien. 

 
5. El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la entrega 

del bien, como son i) los contractualmente pactados en la cláusula 
CUARTA del contrato de arrendamiento, para devolver el inmueble en 

el mismo estado como lo recibió; ii) La Remediación de los daños 
causados por la contaminación ambiental que provocó por la falta de 

mantenimiento y uso de la estación de servicio; iii) El levantamiento 
de la Garantía real que se constituyó en su favor. 

 

Fundamento jurídicamente la presente excepción en lo siguiente: 
 

De conformidad con lo establecido en la cláusula SEXTA.- del contrato de 
arrendamiento suscrito entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y 

la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 
S.A.), la facultad del preaviso esta únicamente en cabeza del 

ARRENDADOR. El pacto contractual está redactado de la siguiente 
manera: 

 
“SEXTA.- PREAVISO. El arrendador podrá dar por terminado el contrato de 

arrendamiento durante cualquiera de sus prorrogas, mediante preaviso escrito 

dado al arrendatario con tres (3) meses de anticipación y el pago de la 

indemnización que preve la ley (Art. 15 ley 56 de 1985, inc final).” 

 

A su vez, de la lectura integral de la misma, salta a la vista la remisión 

expresa a la Ley 56 de 1985 artículo 15, mediante la cual se dictaron 
normas sobre arrendamiento de vivienda urbana, hoy en día derogada 

por la Ley 820 del 2003 cuya materia continua siendo regular el 
arrendamiento de vivienda urbana, luego entonces la cláusula sexta del 

contrato, aludida por la parte activa, carece de eficacia, toda vez que 
hace referencia normativa a la Ley 56 de 1985, derogada por la Ley 820 

del 2003 y para efectos del presente contrato adolece de aplicabilidad, 
bien porque uno de los extremos contractuales tiene calidad de 

comerciante o bien porque el objeto del contrato es el arrendamiento de 
un bien con fines meramente comerciales, lo que obliga a la aplicación 

de la normatividad establecida en el Código de comercio y/o el Código 
Civil Colombiano y no de la norma ibidem 

 



De existir la posibilidad de darle aplicación a la cláusula sexta, por 
remisión, en efecto el ARRENDATARIO podría solicitar al ARRENDADOR 

la terminación del contrato o no prorrogarlo, pero cumpliendo el termino 
de tiempo pactado para notificarlo de tres (3) meses antes de la fecha 

de vencimiento, conforme lo establece la cláusula sexta del contrato, 
situación que no cumplió pues notifico de manera extemporánea, pues 

su deber era notificar a más tardar el 2 de julio de 2017 y realizo la 
notificación en fecha 06 de julio de 2017. 

 
Así las cosas su intención de dar por terminado el contrato y evitar que 

se renovara de manera automática, no fue legalmente notificada por 

cuanto no cumplió con el termino pactado, motivo por el cual no se puede 
manifestar que “el contrato de arrendamiento celebrado entre las partes 

termino desde el día 3 de octubre de 2017, pues este día expiro el plazo 
establecido para el mismo.” . 

 
No está llamada a prosperar la pretensión declarativas Primera del 

acápite de Pretensiones de la demanda en favor del demandante y 
formulada así: 

 

“Primera. Que se declare que el contrato de arrendamiento celebrado 

entre las partes termino desde el día 3 de octubre de 2017, pues este día 
expiro el plazo establecido para el mismo.” 

 
Toda vez que el demandante pretende por la vía judicial, que se subsane 

su yerro al no haber notificado oportunamente su intención de dar por 
terminado el contrato, pues realizo una notificación extemporánea y en 

el libelo de la demanda no obra prueba que demuestre que notifico en 
debida forma la terminación del contrato. 

 
 

 
3. Contrato vigente por falta de cumplimiento de las condiciones de 

entrega.  

 
La excepción de Contrato vigente por falta de cumplimiento de las 

condiciones de entrega, se fundamenta además en que la parte pasiva, 
ha demostrado y argumentado de manera clara y sustentada, que el 

contrato de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA 
y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 

S.A.) AÚN NO HA FINALIZADO, situación de derecho que sigue vigente 
al día de hoy por las siguientes razones: 

 
i) A la fecha de la presentación de la demanda, no ha habido “Mutuo 

Acuerdo” entre partes, para dar por terminado el contrato de 
arrendamiento. 

ii) Por parte del extremo activo no se ha dado cumplimiento al total 
de las obligaciones legales y contractuales para proceder a la 

terminación del contrato y, en consecuencia, a la entrega del bien; 

iii) Debido al incumplimiento de las obligaciones por parte del 
arrendatario y la renuencia a subsanar sus yerros, entre las partes 

no se ha llegado a ningún convenio para proceder a darle 
terminación por mutuo acuerdo al contrato y, en consecuencia, a la 

entrega del bien;  



iv) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de 
rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había pactado 

en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de arrendamiento. 
v) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los 

trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento de las 
condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 

deterioro por el uso. 
vi) El arrendador tampoco ha recibido pago alguno que cubra la 

totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir para 
restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 

que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de 

arrendamiento y conforme al inventario. y que hoy en día fue 
llamado a ruina a causa de la negligencia del arrendatario. 

vii) El Arrendatario a la fecha de presentación de la demanda, no ha 
dado cumplimiento al pago total y de los cánones de 

arrendamiento, dado que conforme se demostrará en las pruebas 
aportadas, realizo pagos inferiores a los acordado durante el tiempo 

que funciono la estación de servicio y desde 2017, se sustrajo de la 
obligación de pagar el canon de arrendamiento, encontrándose a la 

fecha de contestación de la demanda en incumplimiento de su 
obligación.  

viii) El arrendador no ha hecho uso de la figura del desahucio, 
contemplada en el artículo 520 del Código de Comercio para 

proceder a la terminación del contrato y, en consecuencia, a la 
entrega del bien; 

xi) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la 

entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en la 
cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para devolver el 

inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La Remediación 
de los daños causados por la contaminación ambiental que provocó 

por la falta de mantenimiento y uso de la estación de servicio; iii) 
El levantamiento de la Garantía real que se constituyó en su favor. 

 
Al día de hoy el contrato se encuentra vigente, toda vez que el arrendador, 

no ha desplegado acción alguna tendiente a entregar el bien inmueble 
cumpliendo con los parámetros legal y contractualmente dispuestos, por 

el contrario, a través de este proceso, está provocando una entrega sin el 
pago debido de los valores que adeuda: i) Gastos para la reconstrucción y 

puesta en funcionamiento de la estación de servicio al menos en 
condiciones similares a las que se le entregó al inicio de la relación 

contractual; ii) Gastos necesarios para el resarcimiento del daño ambiental 

generado por el descuido y abandono intencional del hoy demandante 
quien, por ahora dicho sea de paso, posteriormente instaló dos estaciones 

de servicio muy cerca al terreno del sub lite y quien además durante todo 
este tiempo por falta al debido cuidado que le asistía, permitió derrames 

de combustible en el subsuelo; iii) Gastos para la recuperación del terreno, 
ya que por negligencia de quien incoa una acción en contra de su 

Arrendador fue quien propicio las condiciones para que el lote hubiera sido 
objeto de invasión de los mal llamados tierreros, además de haber sido 

usado como botadero de escombros; iv) Cancelación de los montos 
faltantes por concepto de la correcta liquidación de los cánones de 

arrendamiento; v) Cancelación de los montos faltantes por concepto de la 
correcta liquidación de la totalidad de los galones de gasolina vendidos mes 



a mes, ya que de forma fraudulenta y deliberada el arrendatario pagó al 
arrendador por debajo de los valores de las ventas reales; entre otros. 

 
Como se mencionó anteriormente, de forma pacífica se buscó por parte 

del ARRENDADOR arreglar con el ARRENDATARIO, el pago de los montos 
anteriormente mencionados, pero la demandante, a pesar de reconocer la 

generación del perjuicio, se ha sustraído de cancelar las obligaciones, 
ignorando por completo el principio de quien incumple o hace un daño debe 

responsabilizarse de ello. 
 

Como se estipuló a lo largo del presente escrito, el conflicto se inició por la 

reclamación efectuada ante los reiterados incumplimientos por parte del 
arrendatario, materializados en una solicitud de conciliación, enviada en el 

mes de marzo de 2017, donde se le ponía de presente al hoy demandante, 
las obligaciones que había incumplido, los daños consecuenciales 

ocasionados, el monto de los mismos y la voluntad de finalizar el contrato 
como resultado del quebrantamiento de las obligaciones. Dicha conciliación 

resultó fracasada. Posteriormente, en el mes de julio del mismo año, EL 
DEMANDANTE solicitó la entrega del bien, sin haber resarcido los graves 

daños ocasionados, dejando el bien en estado de ruina y deterioro y sin 
hacer pronunciamiento alguno respecto a la reparación de los daños y la 

correspondiente restitución en las condiciones en las que inicialmente se 
entregó el bien. 

 
Como se mencionó en múltiples ocasiones el bien entregado al inicio de la 

relación contractual se encontraba en condiciones económica y 

funcionalmente productivas, tanto así que dentro de la estación de servicio 
se hallaba un restaurante con amplia acreditación frente a los viajeros de 

la carretera, locales comerciales una oficina y además de contar con una 
franquicia igualmente productiva. Los anteriores atributos que tenía la 

propiedad hoy en día han desaparecido a causa de la culpa del arrendatario 
por faltar a su deber de cuidado y custodia frente al bien, recuérdese que 

el Código Civil, como norma complementaria, regula las formas y 
requisitos que debe cumplir la entrega del bien, así como también impone 

las obligaciones que tiene cada una de las partes desde su rol contractual: 
 

“ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE CONSERVAR LA 
COSA>. La obligación de conservar la cosa exige que se emplee 

en su custodia el debido cuidado.” (Negrilla adicionada). 
 

A su vez, 

 
“ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA 

ARRENDADA POR TERMINACION DEL CONTRATO >. El 
arrendatario es obligado a restituir la cosa al fin del 

arrendamiento. 
Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, 

tomándose en consideración el deterioro ocasionado por 
el uso y goce legítimo. 

Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá 
haberla recibido en regular estado de servicio, a menos que 

pruebe lo contrario. 
En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, 

deberá probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa 



de sus huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta 
de esta prueba será responsable.” (Negrilla adicionada). 

 
No están llamadas a prosperar las pretensiones, declarativas Primera 

y condenatorias Quinta del acápite de Pretensiones de la demanda, en 
favor del demandante y formuladas así: 

 

“Primera. Que se declare que el contrato de arrendamiento celebrado 

entre las partes termino desde el día 3 de octubre de 2017, pues este día 
expiro el plazo establecido para el mismo.” 

 

“Quinta. Que, consecuencialmente, se ordene al señor ORLANDO 

CABEZA PEÑARANDA a recibir a la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. el lote y 
las construcciones que conforman la Estación de Servicio El Molino, el cual 

tiene una extensión aproximada de 12.800 metros cuadrados, se 
encuentra ubicado en el cruce de Siberia kilómetro 4 de la vía Cota 

departamento de Cundinamarca, identificado con el número de matrícula 
inmobiliaria 50N-20121902.” 

 

Toda vez que el demandante pretende por la vía judicial, que se declare la 

terminación del contrato, para que obligue al ARRENDADOR a recibir el 
inmueble objeto del contrato de arrendamiento suscrito entre el señor 

ORLANDO CABEZA PEÑARANDA y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. 
(hoy ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.), sin haber cumplido previamente y 

conforme lo ordena la ley y el acuerdo contractual, con sus obligaciones. 
 

El Demandante pretende que, por mandato judicial, se le obligue al 
demandado a recibir un inmueble en estado de ruina, completamente 

abandonado y con serias afectaciones ambientales; cuando el mismo 
demandante no ha cumplido con sus obligaciones legales, contractuales y 

había recibido el bien “Estación de servicio el Molino” al comienzo de la 
relación contractual en estado de funcionamiento y económicamente 

productivo. Reitero No puede ser llamada a prosperar esta pretensión. Por 
las condiciones de deterioro, ruina, malfuncionamiento, obsolescencia y 

abandono, en que pretende entregar el arrendatario. El Demandante no 

puede utilizar la administración de justicia para eludir el cumplimiento de 
sus obligaciones. 

 
 

4. Cobro de lo no debido 
 

El demandante solicita el pago de “la suma de $357.523.668 por los gastos 
correspondientes a la custodia del bien arrendado desde la fecha en que 

terminó el contrato, el pasado 3 de octubre de 2017, hasta septiembre de 
2020.” emolumentos no adeudados por mi representado, y que por el 

contrario, el Arrendatario busca aprovechar su propia culpa para cobrar el 
pago de los emolumentos en los que supuestamente ha tenido que incurrir 

a causa de su propia negativa de no entregar el bien en las condiciones en 
las que inicialmente lo recibió, pretendiendo trasladar al demandado el 

cumplimiento de sus propias obligaciones las del Arrendatario, como lo son 

las de la conservación y “Custodia” de la cosa objeto de arrendamiento, 
mientras subsista el contrato; El Arrendatario debió, debe y deberá 

mantener, y brindar protección para custodiar y evitar invasión de la 
propiedad dado el estado de abandono en que la conserva, hasta tanto no 



se de por terminado el contrato de arrendamiento por mutuo acuerdo, o 
por mandato judicial. 

 
Además, el demandante pretende el pago de “la suma de $357.523.668 

por los gastos correspondientes a la custodia del bien arrendado desde la 
fecha en que terminó el contrato, el pasado 3 de octubre de 2017, hasta 

septiembre de 2020.” Suma de dinero que no fue justificada dentro del 
libelo de la demanda, pues en la misma no se encontró prueba alguna que 

demostrara la existencia del pago de los gastos pretendidos, cobrando por 
vía judicial sumas de dinero que no se le deben y que no demostró haber 

pagado. 

 
De igual manera el demandante pretende que el Arrendador deba 

“reembolsar a la ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. los gastos correspondientes 
a la custodia del bien arrendado desde septiembre de 2020 hasta que se 

reciba el inmueble mencionado” Suma de dinero indeterminada, que no 
fue justificada dentro del libelo de la demanda, pues en la misma no se 

encontró prueba alguna que demostrara la existencia o la forma de 
determinar el valor del cobro pretendido, y que además pretende trasladar 

al demandado el cumplimiento de las obligaciones del Arrendatario, como 
lo son las de la conservación y “Custodia” de la cosa objeto de 

arrendamiento, mientras subsista el contrato; la obligación de brindar 
protección para custodiar y evitar invasión de la propiedad dado el estado 

de abandono en que la conserva, hasta tanto no se dé por terminado el 
contrato de arrendamiento por mutuo acuerdo o por mandato judicial, 

recae de manera exclusiva en el Arrendatario y no puede ser trasladada al 

Arrendador hasta tanto no se haga la entrega del inmueble, motivo por el 
cual nuevamente se configura el cobro de lo no debido. 

 
No están llamadas a prosperar las pretensiones, declarativas Tercera y 

condenatorias Sexta y Séptima del acápite de Pretensiones de la demanda, 
en favor del demandante y formuladas así: 

 

“Tercera. Que se declare que, como consecuencia de la renuencia del 

arrendador a recibir el lote arrendado, tras la terminación del contrato de 
arrendamiento el pasado 3 de octubre de 2017, el señor ORLANDO 

CABEZA PEÑARANDA deberá indemnizar a la ORGANIZACIÓN TERPEL 
S.A. los gastos en que ha incurrido por la custodia del inmueble. Hasta 
que el mismo sea recibido por el arrendador” 

 

“Sexta. Que como consecuencia de las pretensiones anteriores se 

condene al señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA a rembolsar a la 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. la suma de $357.523.668 por los gastos 
correspondientes a la custodia del bien arrendado desde la fecha en que 

se terminó el contrato, el pasado 3 de octubre de 2017, hasta septiembre 
de 2020. Se reciba el espacio mencionado” 
 

“Séptima. Que como consecuencia de las pretensiones anteriores se 

condene al señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA a rembolsar a la 
ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. los gastos correspondientes a la custodia 
del bien arrendado desde septiembre de 2020 hasta que se reciba el 

inmueble mencionado.” 

 

Toda vez que el demandante pretende por la vía judicial, trasladar al 
demandado el cumplimiento de sus propias obligaciones las del 



Arrendatario, como lo son las de la conservación y “Custodia” de la cosa 
objeto de arrendamiento, mientras subsista el contrato; El Arrendatario 

debió, debe y deberá mantener, y brindar protección para custodiar y 
evitar invasión de la propiedad dado el estado de abandono en que la 

conserva, hasta tanto no se dé por terminado el contrato de arrendamiento 
por mutuo acuerdo, o por mandato judicial. 

 
De manera adicional No están llamadas a prosperar las pretensiones, 

declarativas Tercera y condenatorias Sexta y Séptima del acápite de 
Pretensiones de la demanda, por cuanto el demandante parte de 

supuestos, dado que no demostró la “renuencia del arrendador a recibir el 

lote arrendado”, tampoco ha demostrado “la terminación del contrato de 
arrendamiento el pasado 3 de octubre de 2017” y tampoco fue justificada, 

probada o demostrada dentro del libelo de la demanda, “los gastos en que 
ha incurrido por la custodia del inmueble.”, pues en la misma no se 

encontró prueba alguna que demostrara la existencia del pago de los 
gastos pretendidos, cobrando por vía judicial sumas de dinero que no se 

le deben y que no demostró haber pagado. 
 

 
5. “Nemo auditur propriam turpitudinem allegans” 

 
Sea lo primero, traer a colación los emolumentos que pretende cobrar el 

demandante i) $357.523.668 correspondientes al valor de los gastos de 
vigilancia en los que supuestamente ha incurrido por la custodia del bien” 

 

Se reitera, los gastos en los que supuestamente tuvo que incurrir el 
demandante tienen como causa su obligación frente a la conservación y 

custodia del bien inmueble objeto del contrato de arrendamiento, y su 
propia culpa, pues de haber realizado las labores necesarias para devolver 

el bien inmueble conforme a lo establecido en la cláusula CUARTA: del 
contrato de arrendamiento entre el señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA 

y la compañía TERPEL DE LA SABANA S.A. (hoy ORGANIZACIÓN TERPEL 
S.A.) “devolver al ARRENDADOR el inmueble en el mismo estado, salvo el 

deterioro proveniente del tiempo y uso legítimo”, se hubiera dado por 
terminado el contrato sin inconveniente alguno; pero conforme a su 

negativa de, o bien realizar los trabajos necesarios, o bien pagar el valor 
al que ascendían los mismos, ocasionó que el arrendador no pudiera recibir 

el bien. Luego entonces, en el entendido de que la mora en realizar los 
trabajos necesarios para devolver el bien inmueble conforme a lo 

establecido en la cláusula CUARTA: del contrato ocasionaron la continuidad 

en la vigencia del contrato de arrendamiento, y por ende que persistieran 
vigentes todas y cada una de las obligaciones contenidas en la ley y en el 

contrato, es decir que el deber de custodia y cuidado del bien continuaba 
en cabeza del arrendador y por ende no puede pretender cobrar los 

emolumentos que supuestamente (no existe prueba de ellos, ni me 
constan) ha tenido que cancelar para la ejecución de su propia obligación.  

 
No están llamadas a prosperar las pretensiones, condenatorias Sexta y 

Séptima del acápite de Pretensiones de la demanda, en favor del 
demandante y formuladas así: 

 

“Sexta. Que como consecuencia de las pretensiones anteriores se 

condene al señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA a rembolsar a la 



ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. la suma de $357.523.668 por los gastos 
correspondientes a la custodia del bien arrendado desde la fecha en que 
se terminó el contrato, el pasado 3 de octubre de 2017, hasta septiembre 

de 2020. Se reciba el espacio mencionado” 
 

“Séptima. Que como consecuencia de las pretensiones anteriores se 

condene al señor ORLANDO CABEZA PEÑARANDA a rembolsar a la 

ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. los gastos correspondientes a la custodia 
del bien arrendado desde septiembre de 2020 hasta que se reciba el 

inmueble mencionado.” 

 

Toda vez que el demandante pretende por la vía judicial, trasladar al 
demandado el cumplimiento de sus propias obligaciones las del 

Arrendatario, como lo son las de la conservación y “Custodia” de la cosa 
objeto de arrendamiento, mientras subsista el contrato. 

 
Se recuerda que en Sentencia No. C-083-95 MP Dr. Carlos Gaviria Díaz, la 

Corte Constitucional estableció que “No hay duda de que quien alega su 
propia culpa para derivar de ella algún beneficio, falta a la buena fé 

entendida como la ausencia de dolo, la conciencia de que el 
comportamiento que se observa es conforme al derecho, y los fines que 

persigue están amparados por éste. Ahora bien: el artículo 83 de la Carta 

del 91, impone la buena fé como pauta de conducta debida, en todas las 
actuaciones, tanto de las autoridades públicas como de los particulares.” 

 
 

6. La excepción de contrato no cumplido. 
 

Excepción, a que se refiere el artículo 1606 del C. C., consistente en que 
en los contratos bilaterales, ninguna de las partes está en mora de cumplir 

con su obligación mientras la otra no cumpla la suya o no se allane a 
cumplir en el lugar, modo y tiempos debidos. 

 
En el presente caso mi poderdante esta presto a seguir cumpliendo con 

sus obligaciones, como lo ha venido haciendo, por su parte el demandante 
no puede pretender restituir el bien inmueble, cuando no ha dado 

cumplimiento a sus obligaciones contractuales, como se ha demostrado 

ampliamente así: 
 

i) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de 
rampa para lavado, cárcamo de engrase conforme se había pactado 

en el literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de arrendamiento. 
 

ii) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los 
trabajos necesarios y debidos, para el restablecimiento de las 

condiciones en las que fue entregado el bien, sin perjuicio del 
deterioro por el uso. 

 
iii) El arrendador tampoco ha recibido pago alguno que cubra la 

totalidad de los gastos en los que tendrá que incurrir para 
restablecer las condiciones del bien económicamente productivo 

que le entregó al arrendatario, al inicio del contrato de 
arrendamiento y conforme al inventario. y que hoy en día fue 

llamado a ruina a causa de la negligencia del arrendatario. 



iv) El Arrendatario a la fecha de presentación de la demanda, no ha 
dado cumplimiento al pago total y de los cánones de 

arrendamiento, dado que conforme se demostrará en las pruebas 
aportadas, realizo pagos inferiores a los acordado durante el tiempo 

que funciono la estación de servicio y desde 2017, se sustrajo de la 
obligación de pagar el canon de arrendamiento, encontrándose a la 

fecha de contestación de la demanda en incumplimiento de su 
obligación. 

 
v) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la 

entrega del bien, como son i) los contractualmente pactados en la 

cláusula CUARTA del contrato de arrendamiento, para devolver el 
inmueble en el mismo estado como lo recibió; ii) La Remediación 

de los daños causados por la contaminación ambiental que provocó 
por la falta de mantenimiento y uso de la estación de servicio; iii) 

El levantamiento de la Garantía real que se constituyó en su favor. 
 

Al día de hoy el contrato se encuentra vigente, toda vez que el arrendador, 
no ha desplegado acción alguna tendiente a entregar el bien inmueble 

cumpliendo con los parámetros legal y contractualmente dispuestos, por 
el contrario, a través de este proceso, está provocando una entrega sin el 

pago debido de los valores que adeuda: i) Gastos para la reconstrucción y 
puesta en funcionamiento de la estación de servicio al menos en 

condiciones similares a las que se le entregó al inicio de la relación 
contractual; ii) Gastos necesarios para el resarcimiento del daño ambiental 

generado por el descuido y abandono intencional del hoy demandante 

quien, por ahora dicho sea de paso, posteriormente instaló dos estaciones 
de servicio muy cerca al terreno del sub lite y quien además durante todo 

este tiempo por falta al debido cuidado que le asistía, permitió derrames 
de combustible en el subsuelo; iii) Gastos para la recuperación del terreno, 

ya que por negligencia de quien incoa una acción en contra de su 
Arrendador fue quien propicio las condiciones para que el lote hubiera sido 

objeto de invasión de los mal llamados tierreros, además de haber sido 
usado como botadero de escombros; iv) Cancelación de los montos 

faltantes por concepto de la correcta liquidación de los cánones de 
arrendamiento; v) Cancelación de los montos faltantes por concepto de la 

correcta liquidación de la totalidad de los galones de gasolina vendidos mes 
a mes, ya que de forma fraudulenta y deliberada el arrendatario pagó al 

arrendador por debajo de los valores de las ventas reales; entre otros. 
 

Como se mencionó anteriormente, de forma pacífica se buscó por parte 

del ARRENDADOR arreglar con el ARRENDATARIO, el pago de los montos 
anteriormente mencionados, pero la demandante, a pesar de reconocer la 

generación del perjuicio, se ha sustraído de cancelar las obligaciones, 
ignorando por completo el principio de quien incumple o hace un daño debe 

responsabilizarse de ello. 
 

Como se estipuló a lo largo del presente escrito, el conflicto se inició por la 
reclamación efectuada ante los reiterados incumplimientos por parte del 

arrendatario, materializados en una solicitud de conciliación, enviada en el 
mes de marzo de 2017, donde se le ponía de presente al hoy demandante, 

las obligaciones que había incumplido, los daños consecuenciales 
ocasionados, el monto de los mismos y la voluntad de finalizar el contrato 

como resultado del quebrantamiento de las obligaciones. Dicha conciliación 



resultó fracasada. Posteriormente, en el mes de julio del mismo año, EL 
DEMANDANTE solicitó la entrega del bien, sin haber resarcido los graves 

daños ocasionados, dejando el bien en estado de ruina y deterioro y sin 
hacer pronunciamiento alguno respecto a la reparación de los daños y la 

correspondiente restitución en las condiciones en las que inicialmente se 
entregó el bien. 

 
 

7. Buena fe 
 

Como ha quedado demostrado a lo largo de la contestación de la demanda, 

EL ARRENDADOR obró en total cumplimiento de las estipulaciones legales 
y contractuales, honrando los principios que rigen tanto la contratación 

como a las leyes aplicables al asunto. Por el contrario, fue víctima de un 
extremo contractual hostil, que incumplió múltiples obligaciones, así como 

también su deber de lealtad contractual. 
 

 
8. Condena en costas al demandante. 

 
Sírvase Señora Juez declarar probada la excepción propuesta de condenar 

en costas al temerario demandante, pues ha perjudicado a mi 
representado con la presente demanda; por eso quien demanda la 

intervención de la jurisdicción para el arreglo de los conflictos surgidos 
con sus conciudadanos, ha de obrar siempre sin temeridad, tanto es sus 

pretensiones como en el ejercicio de sus derechos procesales y, además 

debe proceder con lealtad y buena fe. 
 

 
9. In genere 

 
Sin perjuicio de las anteriores, solicito al Despacho se declaren aquellas 

que resulten demostradas dentro del proceso. 
 

 
 

V FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Sin perjuicio de la aplicación del principio iura novit curia (“el juez conoce el 
Derecho”), bajo este acápite sustento jurídicamente los hechos formulados en 

el presente escrito: 

ARTICULO 1603. <EJECUCION DE BUENA FE>. Los contratos 

deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo 
que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan 

precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por ley 
pertenecen a ella. 

ARTICULO 1604. <RESPONSABILIDAD DEL DEUDOR>.  

(…) 

La prueba de la diligencia o cuidado incumbe al que ha debido 
emplearlo; la prueba del caso fortuito al que lo alega. 



Todo lo cual, sin embargo, se entiende sin perjuicio de las disposiciones 
especiales de las leyes, y de las estipulaciones expresas de las partes. 

ARTICULO 1606. <OBLIGACION DE CONSERVAR LA COSA>. La 

obligación de conservar la cosa exige que se emplee en su custodia el 
debido cuidado. 

ARTICULO 1613. <INDEMNIZACION DE PERJUICIOS>. La 
indemnización de perjuicios comprende el daño emergente y lucro 

cesante, ya provenga de no haberse cumplido la obligación, o de 
haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el 

cumplimiento. 

Exceptúanse los casos en que la ley la limita expresamente al daño 

emergente. 

ARTICULO 1614. <DAÑO EMERGENTE Y LUCRO 
CESANTE>. Entiéndese por daño emergente el perjuicio o la pérdida 

que proviene de no haberse cumplido la obligación o de haberse 
cumplido imperfectamente, o de haberse retardado su cumplimiento; 

y por lucro cesante, la ganancia o provecho que deja de reportarse a 
consecuencia de no haberse cumplido la obligación, o cumplido 

imperfectamente, o retardado su cumplimiento. 

ARTICULO 1996. <OBLIGACIONES DEL ARRENDATARIO>. El 

arrendatario es obligado a usar de la cosa según los términos o el 
espíritu del contrato; y no podrá, en consecuencia, hacerla servir a 

otros objetos que los convenidos, o a falta de convención expresa, a 
aquellos a que la cosa es naturalmente destinada, o que deban 

presumirse de las circunstancias del contrato o de la costumbre del 
país. 

Si el arrendatario contraviene a esta regla, podrá el arrendador 
reclamar la terminación del arriendo con indemnización de perjuicios, 

o limitarse a esta indemnización, dejando subsistir el arriendo. 

ARTICULO 1997. <RESPONSABILIDAD DEL ARRENDATARIO EN 
LA CONSERVACION DE LA COSA>. El arrendatario empleará en la 

conservación de la cosa el cuidado de un buen padre de familia. 

Faltando a esta obligación, responderá de los perjuicios; y aún tendrá 

derecho el arrendador para poner fin al arrendamiento, en el caso de 
un grave y culpable deterioro. 

ARTICULO 1998. <REPARACIONES LOCATIVAS>. El arrendatario 

es obligado a las reparaciones locativas. Se entienden por reparaciones 
locativas las que según la costumbre del país son de cargo de los 

arrendatarios, y en general las de aquellas especies de deterioro que 
ordinariamente se producen por culpa del arrendatario o de sus 

dependientes, como descalabros de paredes o cercas, albañales y 

acequias, rotura de cristales, etc. 

ARTICULO 1999. <RESPONSABILIDAD POR CULPA DEL 
ARRENDATARIO>. El arrendatario es responsable no sólo de su 

propia culpa sino de las de su familia, huéspedes y dependientes. 



ARTICULO 2003. <RESPONSABILIDAD DEL ARRENDATARIO EN 
LA FINALIZACION DEL CONTRATO>. Cuando por culpa del 

arrendatario se pone término al arrendamiento, será el arrendatario 
obligado a la indemnización de perjuicios, y especialmente al pago de 

la renta por el tiempo que falte hasta el día en que desahuciando 
hubiera podido hacer cesar el arriendo, o en que el arriendo hubiera 

terminado sin desahucio. 

Podrá, con todo, eximirse de este pago proponiendo, bajo su 

responsabilidad, persona idónea que le sustituya por el tiempo que 
falte, y prestando, al efecto, fianza u otra seguridad competente. 

ARTICULO 2005. <RESTITUCION DE LA COSA ARRENDADA POR 

TERMINACION DEL CONTRATO >. El arrendatario es obligado a 
restituir la cosa al fin del arrendamiento. 

Deberá restituir en el estado en que le fue entregada, tomándose en 
consideración el deterioro ocasionado por el uso y goce legítimo. 

Si no constare el estado en que le fue entregada, se entenderá haberla 

recibido en regular estado de servicio, a menos que pruebe lo 
contrario. 

En cuanto a los daños y pérdidas sobrevenidos durante su goce, deberá 
probar que no sobrevinieron por su culpa, ni por culpa de sus 

huéspedes, dependientes o subarrendatarios, y a falta de esta prueba 
será responsable. 

 

Sentencia T-601/06 
 

Observa la Sala que la jurisprudencia constitucional sobre el punto comporta 

un ejercicio de ponderación entre, por un lado, la carga que se pone al 
arrendatario demandado y, por otro, los fines a los que atiende la medida 

legislativa. En ese contexto, la carga procesal que se impone al arrendatario se 
justifica en la medida en que no se le exige nada distinto de aquello que, si no 

ha incumplido el contrato, estaría en plenas condiciones de acreditar: El pago 
de aquello a lo que se ha obligado. Y por el contrario, en ausencia de esa prueba 

suministrada por el arrendatario, resultaría contrario a los derechos del 
arrendador de buena fe, y altamente lesivo de los mismos, permitir que el 

proceso se dilate sin que el arrendador pueda, ni recuperar la tenencia del 
inmueble, ni acceder a la renta que por virtud del contrato le corresponde. 

Incluso cabría decir que, en ese escenario, la exigencia legislativa obra también 
en beneficio del propio arrendatario al impedir que se prolongue 

indefinidamente la situación de incumplimiento y que se acumulen aún más 
unas obligaciones que no ha estado en condiciones de cumplir, lo cual, a su 

vez, plantea una amenaza que podría resultar desproporcionada para los 

derechos del arrendador, quien al final del proceso podría no tener manera de 
obtener el pago de su acreencia y de los perjuicios derivados del incumplimiento 

del arrendatario.     
 

(…) 
 

No obstante que la exigencia contenida en los numerales 2º y 3º del parágrafo 
2º del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, comporta una limitación 
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significativa de las oportunidades de defensa de los arrendatarios, la misma ha 
sido encontrada ajustada a la Constitución por la Corte, quien ha precisado que 

esa carga procesal no es desproporcionada ni irrazonable. 
 

En efecto, en Sentencia C-070 de 1993, la Corte declaró la exequibilidad del 
parágrafo 2°, numeral 2°, del artículo 424 del Código de Procedimiento Civil, 

señalando que el mismo se ajusta a los criterios generales sobre la carga de la 
prueba y que no impone una carga irrazonable o desproporcionada al 

demandado. Así, esta Corporación manifestó: 
 

“La causal de terminación del contrato de arrendamiento por falta de pago 

de los cánones de arrendamiento, cuando ésta es invocada por el 
demandante para exigir la restitución del inmueble, coloca al arrendador 

ante la imposibilidad de demostrar un hecho indefinido: el no pago. No 
es lógico aplicar a este evento el principio general del derecho probatorio 

según el cual "incumbe al actor probar los hechos en los que basa su 
pretensión". Si ello fuera así, el demandante se vería ante la necesidad 

de probar que el arrendatario no le ha pagado en ningún momento, en 
ningún lugar y bajo ninguna modalidad, lo cual resultaría imposible dada 

las infinitas posibilidades en que pudo verificarse el pago. Precisamente 
por la calidad indefinida de la negación -no pago-, es que se opera, por 

virtud de la ley, la inversión de la carga de la prueba. Al arrendatario le 
corresponde entonces desvirtuar la causal invocada por el demandante, 

ya que para ello le bastará con la simple presentación de los recibos o 
consignaciones correspondientes exigidas como requisito procesal para 

rendir sus descargos. (...) 

 
El desplazamiento de la carga probatoria hacia el demandado cuando la causal 

es la falta de pago del canon de arrendamiento es razonable atendida la 
finalidad buscada por el legislador. En efecto, la norma acusada impone un 

requisito a una de las partes para darle celeridad y eficacia al proceso, el cual 
es de fácil cumplimiento para el obligado de conformidad con la costumbre y la 

razón práctica. Según la costumbre más extendida, el arrendatario al realizar 
el pago del canon de arrendamiento exige del arrendador el recibo 

correspondiente. Esto responde a la necesidad práctica de contar con pruebas 
que le permitan demostrar en caso de duda o conflicto el cumplimiento de sus 

obligaciones. (...) 
 

Para esta Corte es de meridiana claridad que la exigencia hecha al demandado 
de presentar una prueba que solamente él puede aportar con el fin de dar 

continuidad y eficacia al proceso, en nada desconoce el núcleo esencial de su 

derecho al debido proceso, pudiendo éste fácilmente cumplir con la carga 
respectiva para de esa forma poder hacer efectivos sus derechos a ser oído, 

presentar y controvertir pruebas. La inversión de la carga de la prueba, cuando 
se trata de la causal de no pago del arrendamiento, no implica la negación de 

los derechos del demandado. Este podrá ser oído y actuar eficazmente en el 
proceso, en el momento que cumpla con los requisitos legales, objetivos y 

razonables, que permiten conciliar los derechos subjetivos de las partes con la 
finalidad última del derecho procesal: permitir la resolución oportuna, en 

condiciones de igualdad, de los conflictos que se presentan en la sociedad”. 
 

Además, recuérdese que jurisprudencialmente se ha acordado que la ley exige 
la diligencia de un buen padre de familia, esto es una diligencia calificada no 

una diligencia simple, consistente en una conducta de hombre prudente, 
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activo y honesto. En términos generales la ley establece que en todo caso 
la obligación de conservar conlleva implícita la de emplear “en la 

conservación de la cosa el cuidado de un buen padre de familia.” 
 

A su vez, se tiene que el arrendamiento es uno de los contratos que, 
precisamente, implican la obligación de conservar, el bien en las mismas 

condiciones en las que fue recibido, de tal forma que este conserve su esencia, 
salvo su exención de responsabilidad por las perdidas o deterioros de 

que no fuese culpable; culpabilidad que debe ser probada por encontrar que 
la obligación de entrega es una obligación de resultado lo que implica una 

presunción “iuris tantum”. Así pues, la obligación de recibir la cosa, impuesta 

al arrendatario, conlleva implícita la obligación custodiarla para poder 
restituirla luego en las condiciones en que le fue entregado el bien. 

 
La importancia y gravedad de este deber de diligencia de buen padre de familia 

es muy amplia. Alcanza a cubrir hasta los daños causados por otras 
personas. Como implicación lógica necesaria de este deber de conservación y 

cuidado, se encuentra el de actuar con diligencia previsora y preventiva.  
 

Igualmente, la doctrina ha hablado de la responsabilidad del deudor por los 
acontecimientos que pudieron ser evitados mediante el empleo de una 

diligencia conveniente. 
 

Por otra parte, se tiene que jurisprudencialmente se ha afirmado que cuando 
el arrendatario emplea la cosa un uso diferente de aquel de su destino 

o no la usa como buen padre de familia o por un goce abusivo en uno y 

otro caso respectivamente, causa perjuicio al arrendador, este puede 
pedir el restablecimiento de las cosas a su estado normal, y siendo grave la 

contravención que se resuelva el contrato, con indemnización de daños y 
perjuicios. El deber de uso: el arrendador debe usar la cosa, no debe 

dejarla en estado de abandono, por los riesgos de destrucción o 
deterioro, deber estrechamente ligado al de conservación  

 
A su vez, en el deber de uso cuidadoso y uso destinado, el arrendatario 

está obligado a servirse de la cosa con la diligencia de buen padre de familia 
y para el uso determinado en el contrato. Luego entonces, se incumple 

abusivamente este deber, cuando se usa la cosa para un fin diverso o no se 
usa. Las consecuencias del incumplimiento del deber de respeto al fin, son las 

mismas consecuencias de todo incumplimiento contractual, en particular la 
posibilidad de resolución del contrato con los correspondientes daños y 

perjuicios. 

 
Además, junto al deber de uso existe el deber de comunicación que se 

fundamenta en conexión con los deberes de conservación y cuidado en 
el deber de prevenir riesgos. 

 
Se itera, la obligación de entregarla al término del contrato es una obligación 

de resultado. Al final del arrendamiento el arrendatario debe restituir la cosa 
en el estado en que la recibió no teniéndose en cuenta el deterioro 

normal. La presunción de culpa del arrendatario es “iuris tantum” por lo que 
corresponde a este la carga de la prueba de su actuación diligente; no 

incurre en culpa solo si prueba haber observado la diligencia debida. 
En conclusión, el arrendatario es responsable de los deterioros de la cosa, 

a menos que demuestre que se han producido sin su culpa, razón por la 



cual es necesario valorar la conducta del arrendatario y comparar lo que 
ha hecho con lo que hubiera debido hacer y con las medidas que las 

circunstancias exigían. El operador jurídico debe hallarse en las condiciones 
de valorar la diligencia congruente con el alcance intelectual y formación 

propias del arrendatario de cualquier forma la culpa del arrendatario en 
la inobservancia de cualquiera de sus deberes determina la existencia 

de responsabilidad. 
 

 
 

VI MATERIAL PROBATORIO 

 
 

A continuación, se enuncia el material probatorio que se allega con la presente 
contestación de la Demanda. 

 
1. Documentales 

 
1.1. Archivo fotográfico (19 Folios) de fecha mayo de 2014, de las 

condiciones de abandono y ruina de la Estación de Servicio “El Molino” 
seis meses después de haber incumplido su obligación contractual de dar 

uso a la estación de servicio. 
  

1.2. Informe Técnico titulado PRESUPUESTO FINAL EDS EL MOLINO 
realizado por la empresa Combustibles Limpios – Soluciones Inteligentes 

y de fecha dos (05) de mayo de 2016. 

 
1.3. Solicitud de Convocatoria a Conciliación Extrajudicial Ley 640 de 

2001, radicada en la Superintendencia de Sociedades de Bogotá el día 
veintiuno (21) de marzo de 2017. 

 
1.4. Citación a audiencia de Conciliación Extrajudicial Ley 640 de 2001, 

con fecha veintisiete (27) de abril de 2017. 
 

1.5. Evaluación ambiental elaborada por la empresa TeXan Ingeniería 
S.A.S. de fecha junio de 2018, donde en las conclusiones se determina 

la contaminación ambiental por derrame de combustible. 
 

1.6. Oficio de referencia Formalización de propuesta, para la resolución 
de las diferencias surgidas respecto del Contrato de arrendamiento 

suscrito el 3 de octubre de 1995, de fecha diez (10) de diciembre de 

2018, emitido la Organización TERPEL. 
 

1.7. Oficio de referencia SOLICITUD CANCELACIÓN HIPOTECA LOTE EL 
PORVENIR FMI 050-0276448, de fecha trece (13) de diciembre de 2018, 

emitido por el abogado Hernando García Ortiz. 
 

1.8. Certificado de Tradición y Libertad del inmueble con No. de 
matrícula 50N-276443, donde consta la garantía Real a Favor del 

Arrendatario. 
 

1.9. Correo electrónico del diecinueve (19) de octubre de 2019 remitido 
por la señora Diana Carolina Peñaloza Castro – Jefe Jurídico Corporativo 



de la Organización Terpel S.A. desde el correo 
diana.penaloza@terpel.com 

 
1.10. Copia de la factura de Venta No. 2004 del 12 de marzo de 2015, 

donde consta “Obra realizada para adecuación terreno Bomba Terpel, 
por valor de $127.707.360.oo 

 
1.11. Copia de la factura de Venta No. 2005 del 22 de abril de 2015, 

donde consta “Obra realizada para adecuación terreno Bomba Terpel”, 
por valor de $26.685.120.oo. 

 

1.12. Copia de la cuenta de cobro de Honorarios por gestión Jurídica para 
Recuperar el Inmueble invadido, por valor de $60.000.000.oo. 

 
1.13. Archivo fotográfico (5 Folios) de fecha mayo de 2021, de las 

condiciones de abandono y ruina de la Estación de Servicio “El Molino” 
siete años y seis meses después de haber incumplido su obligación 

contractual de dar uso a la estación de servicio. 
 

 
2. Prueba Pericial. 

 
De conformidad con lo establecido en el artículo 227 del Código General del 

Proceso que establece: 
 

“ARTICULO 227. DICTAMEN APORTADO POR UNA DE LAS PARTES. La parte que 
pretenda valerse de un dictamen pericial deberá aportarlo en la respectiva 

oportunidad para pedir pruebas. Cuando el término previsto sea insuficiente 
para aportar el dictamen, la parte interesada podrá anunciarlo en el escrito 

respectivo y deberá aportarlo dentro del término que el juez conceda, que en 
ningún caso podrá ser inferior a diez (10) días. En este evento el juez hará los 
requerimientos pertinentes a las partes y terceros que deban colaborar con la 

práctica de la prueba. ” Subrayado fuera de texto. 
 

Por medio del presente solicito al despacho, se sirva recibir y aceptar como 
prueba aportada por la Parte Demandada, el Dictamen Pericial bajo los alcances 

de la Categoría 13 de Intangibles Especiales: Daño y Perjuicios, elaborado por 
el Ingeniero CARLOS ROBERTO PEÑA BARRERA, identificado con Cedula de 

Ciudadanía No. 80.234.013 de Bogotá, Ingeniero Catastral y Geodesta, Perito 
perteneciente al Registro Abierto de Avaluadores (AVAL), Consultor de la Firma 

“PERITOAVALUADOR.COM”. 

 
Dictamen pericial que será aportado dentro del término que el despacho 

conceda de conformidad con lo establecido en el art 227 del C.G.P., teniendo 
en cuenta que, a la fecha de contestación de la demanda, no se ha concluido el 

alcance del mismo, y el termino para aportarlo fue insuficiente. 
 

 
3. Inspección Judicial. 

 
De conformidad con lo establecido en el artículo 236 del Código General del 

Proceso que establece: 
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“ARTÍCULO 236. PROCEDENCIA DE LA INSPECCIÓN. Para la verificación o el 
esclarecimiento de hechos materia del proceso podrá ordenarse, de oficio o a 
petición de parte, el examen de personas, lugares, cosas o documentos.” 

 
Por medio del presente solicito al despacho, se sirva ordenar como prueba 

aportada por la Parte Demandada, la Inspección Judicial al lote y las 
construcciones que conforman la Estación de Servicio “El Molino”, el cual tiene 

una extensión aproximada de 12.800 metros cuadrados, y se encuentra 

ubicado en el cruce de Siberia kilómetro 4 de la vía Cota Departamento de 
Cundinamarca, identificado con el número de matrícula inmobiliaria 50N-

20121902. bajo los alcances del artículo 237 del Código General del Proceso, 
con el propósito de probar los siguientes hechos: 

 
i) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la Construcción de rampa 

para lavado, cárcamo de engrase conforme se había pactado en el 
literal b) de la cláusula QUINTA del contrato de arrendamiento. 

 
ii) El arrendador no ha recibido a satisfacción, la ejecución de los trabajos 

necesarios y debidos, para el restablecimiento de las condiciones en 
las que fue entregado el bien, sin perjuicio del deterioro por el uso. 

 
iii) Las actuales condiciones del bien, que distan sustancialmente de las 

condiciones en que recibió el Arrendatario el inmueble 

económicamente productivo, al inicio del contrato de arrendamiento y 
conforme al inventario. y que hoy en día fue llamado a ruina a causa 

de la negligencia del arrendatario. 
 

iv) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la entrega 
del bien, como son La Remediación de los daños causados por la 

contaminación ambiental que provocó por la falta de mantenimiento y 
uso de la estación de servicio. 

 
v) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la entrega 

del bien, como son La Remediación de los daños causados por arrojar 
escombros dentro del lote objeto de arrendamiento y en el lote 

adyacente. 
 

vi) El arrendatario no ha llevado a cabo los actos positivos para la entrega 

del bien, como son la Recuperación del terreno del lote “El Molino” por 
deterioro da las áreas adoquinadas. 

 
 

4. Documentales en poder de la demandante: 
 

1. De la manera más respetuosa, solicito al despacho que de Oficio ordene 
al a Parte Demandante, aportar el “Inventario adjunto” de que trata el 

aparte “Objeto” del contrato de arrendamiento. 
 

2. De la manera más respetuosa, solicito al despacho que de Oficio ordene 
al a Parte Demandante, aportar el Reporte mensual de Ventas de 

Combustible de la estación de servicio “El Molino”, desde el 03 de octubre 
de 1995 a la fecha, lo anterior con el propósito de determinar el 

porcentaje de margen de utilidad que debió recibir el distribuidor 

minorista sobre cada galón de combustible vendido. 
 



 
5. Interrogatorio de parte 

 
1. Solicito se decrete el interrogatorio de parte con reconocimiento de 

documentos del señor JORGE ANDRES RIOS GOMEZ, identificado con 
C.C. 80089334, Representante Legal Judicial Principal de la Organización 

Terpel S.A., o quien haga sus veces, como consta en el certificado de 
existencia y representación de la sociedad demanda, para inquirirlo sobre 

los hechos objeto de este proceso. 
 

2. Solicito se decrete el interrogatorio de parte con reconocimiento de 

documentos del señor JUAN MANUEL BOTERO OCAMPO, identificado con 
C.C. 1275157, Gerente Comercial – Regional Sabana de la Organización 

Terpel S.A., o quien haga sus veces, para inquirirlo sobre los hechos 
objeto de este proceso. 

 
 

6. Testimonios 
 

1. Solicito se decrete y practique el testimonio del señor LUIS ERNESTO 
BEJARANO CELIS, identificado con C.C. 19412876, domiciliado en Bogotá, 

y quien puede ser citado en a la dirección electrónica 
inversionesbcdelasabana@hotmail.co en el teléfono 3005697988. 

 
2. Solicito se decrete y practique el testimonio del señor PABLO ERMES 

CARVAJAL MARIN, identificado con C.C. 79310329 domiciliado en Bogotá, 

y quien puede ser citado en a la dirección electrónica 
carvajal.constructores@gmail.com y en el teléfono 3208528931. 

 
3. Solicito se decrete y practique el testimonio del señor JOSE EDUARDO 

AVILA CORTES, identificado con C.C. 79112571, domiciliado en Bogotá, 
y quien puede ser citado en a la dirección electrónica 

joseedoavila@gmail.com y en el teléfono 3172576778. 
 

4. Solicito se decrete y practique el testimonio del señor OSCAR HUMBERTO 
BUENO BUENO, identificado con C.C. 1053604684 domiciliado en Bogotá, 

y quien puede ser citado en a la dirección electrónica 
oscarhbueno@hotmail.com  y en el teléfono 3102360075. 

 
Todos ellos, para que declaren acerca de las circunstancias que rodean la 

relación contractual existente entre el señor Orlando Cabeza Peñaranda y la 

Organización Terpel S.A. 
 

 
 

VII NOTIFICACIONES 
 

 EL SUSCRITO: Recibirá notificaciones en la secretaria del despacho o en la 

oficina ubicada en la Carrera 70 D No. 55-12 de la ciudad de Bogotá D.C. 

Abonado celular 3165259698 y la cuenta de Correo Electrónico  

cealco10@gmail.com  
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 LA DEMANDADA: ORLANDO CABEZA PEÑARANDA, Recibirá notificaciones 

en la Carrera 13 No. 85-51 Oficina 301 Edificio La Fragua de la ciudad de 

Bogotá. y/o en el Correo Electrónico luzor@cable.net.co  

 

 EL DEMANDANTE: Organización Terpel S.A, recibirá notificaciones en la 

Carrera 7 No. 71-21 Oficina 1303 Torre B de la ciudad de Bogotá y/o en el 

correo electrónico infoterpel@terpel.com  

 
 

 
De la Señora Juez: 

 
 

Atentamente; 

 
 

 
 

 
 

 
CESAR AUGUSTO ALVARADO CORTES. 

C.C. 79.448.744 de Bogotá. 
T.P. 136373 del C.S.J. 
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